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Presentación

E l presente libro, titulado La tutela de la parte 
débil en las relaciones jurídicas contemporáneas, 
es resultado de la investigación del proyecto 

“La parte débil en las relaciones jurídicas contemporá-
neas (fase ii)”. Este fue desarrollado en el año 2019, en 
la línea de investigación Estudios en Derecho Privado 
del Centro de Investigación Francisco de Vitoria de la 
Universidad Santo Tomás. 

La obra analiza la figura del contratante débil 
en las relaciones jurídicas contemporáneas. Para ello 
se estudiaron tres relaciones jurídicas que las autoras 
han elegido arbitrariamente en el marco de la contra-
tación y desarrollo tecnológico; cada una de ellas 
se presenta en un capítulo del texto. Primero, se examina 
el contrato de consumo —de manera especial, en las 
denominadas operaciones de autofinanciamiento 
comercial—; en segundo lugar, se analiza el contrato 
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laboral y el impacto de la Revolución 4.0; el último 
apartado explora la figura del cuidador de pacientes.

En efecto, el estudio de estas relaciones jurídicas 
permite evidenciar el impacto que tienen el desarrollo 
del mercado, por una parte, y la tecnología, por otra. 
Estos, además de modificar las conductas y hábitos de las 
personas, constituyen también unas fuentes de desequi-
librio entre las partes contratantes, pues colocan a una 
de ellas, la parte débil, en la dificultad de conocer 
por sí misma y de manera autónoma los alcances de la 
relación jurídica entablada. De ahí surge la necesidad 
de protección que experimenta esta parte en relación 
con su contraparte. Ante dicha realidad, no se hace 
esperar la intervención del Derecho para resguardar 
a este sujeto y protegerlo de posibles abusos derivados 
de la práctica de las señaladas figuras contractuales.

La trayectoria de las autoras del libro permite 
explicar con propiedad (desde el derecho del consumo, 
el derecho laboral y la seguridad social), varios aspectos 
relevantes para el análisis presentado: el fenómeno 
de desprotección que puede experimentar la parte 
débil de las relaciones contractuales, cómo el Derecho 
hace frente al problema y qué se requiere aún para 
protegerla de manera efectiva. En esta línea, se puede 
entender que el orden de los capítulos del libro obedece 
a un simple criterio de preferencia temática, mas no 
de importancia del problema, toda vez que en cada 
uno de ellos se aborda la situación de la parte débil para 
así proponer un tratamiento más justo y equilibrado 
que el que actualmente existe.
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Finalmente, el libro transmite una preocupación 
por la esencia humana de la parte débil de la contra-
tación donde basta el reclamo de la dignidad de la 
persona como principio para mostrar la necesidad 
de una respuesta congruente del ordenamiento jurídico.
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Introducción

L as características bajo las cuales tiene lugar 
la circulación de bienes y servicios en el 
mercado han tenido al menos dos efectos 

importantes sobre las relaciones jurídicas. Por un lado, 
han surgido reacciones desde el plano social por parte 
de los trabajadores y consumidores ante las nuevas 
formas de contratación que surgen para incentivar 
el movimiento de la producción de la riqueza; dichas 
reacciones se deben a que, a través de estas nuevas rela-
ciones contractuales, se modifica una serie de beneficios 
alcanzados gracias a históricas luchas sociales por los 
derechos laborales. Por otro lado, sin duda, la produc-
ción de la riqueza encuentra en los tiempos modernos 
un escenario que hoy conocemos como el mercado 
global, del cual se desprenden múltiples implicaciones 
en el proceso de producción de bienes y servicios, tales 
como la masividad, la transnacionalidad y la genera-
ción de una pluralidad de figuras contractuales, por las 
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cuales los proveedores y empleadores buscan canalizar 
la generación de utilidades.

En este contexto, este estudio ha tenido como objetivo 
general analizar la conveniencia de los instrumentos 
de protección establecidos para la defensa de la parte 
débil de las relaciones jurídicas laborales, la relación 
de afiliados-aportantes, las relaciones de consumo 
y la figura de contratistas de prestaciones de servicios 
instituida en el ordenamiento jurídico colombiano.

Establecida la brújula del trabajo, este estudio imple-
menta una perspectiva reflexiva sobre la contratación 
y las nuevas relaciones jurídicas generadas por las 
orientaciones que han tomado el mercado y la contrata-
ción contemporánea; estas, a su vez, se ven impulsadas 
por la fuerza impetuosa de la tecnología. En esta línea, 
se ha buscado indagar sobre el impacto que este esce-
nario tiene en las relaciones jurídicas entabladas, en el 
cual, de acuerdo con determinados criterios, es factible 
señalar que una de las partes es “débil” respecto a su 
contraparte.

De este modo, se trata de poner énfasis en la “debili-
dad” jurídica, económica y hasta psicológica, que afron-
tan trabajadores o consumidores. A estos últimos, 
para los fines de la presente indagación, se identifica, 
en términos generales, como sujetos débiles frente 
al proveedor o empleador, sea en su calidad de des-
tinatarios de la avalancha de bienes y servicios en el 
mercado o de subordinados en las correspondientes 
relaciones de prestación de servicios.
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La metodología aplicada en el presente trabajo 
ha consistido en la revisión e interpretación de la 
normatividad colombiana vigente en cada uno de 
los campos de las relaciones jurídicas examinadas. Así, 
se ha valido del método interpretativo y sistemático 
que ha permitido identificar la situación de debilidad 
en que se encuentra una de las partes de las relaciones 
jurídicas estudiadas. Esto permitió proponer respuestas 
de articulación del ordenamiento jurídico en cada 
caso, explicadas en cada uno de los capítulos del libro. 

En este sentido, el estudio identifica algunas rela-
ciones jurídicas que ponen en evidencia, por una parte, 
la existencia de una relación asimétrica entre provee-
dores y consumidores, y por otra parte, el impacto de los 
adelantos tecnológicos en las relaciones laborales y la 
seguridad social.

En efecto, en el primer capítulo, en cuanto atañe 
a los consumidores, se indaga si el sujeto destina-
tario de una figura contractual de financiamiento 
comercial —como el denominado contrato de auto-
financiamiento— tiene el estatus de consumidor y, 
en ese caso, si alcanza la cobertura de la normativa 
de protección del consumidor. Se advierte que este 
tipo contractual innominado y de uso común hoy en 
la contratación en el mercado presenta características 
singulares que justifican un análisis desde la óptica 
del consumidor y la necesidad de su protección.

Enseguida, en el segundo capítulo se analiza si como 
consecuencia de la Revolución 4.0 y la transformación 
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que ello implica en las nuevas formas del trabajo 
“humano”, se hace necesario realizar un cambio en los 
sistemas de seguridad social, los cuales desde su génesis 
han procurado satisfacer las necesidades del hombre 
y no así otras exigencias que respectan a las máquinas 
o robots. En este campo, se abordan algunos aspectos 
relacionados con la realidad de la seguridad social, 
el objetivo de la cobertura universal y su sostenibilidad 
financiera. Asimismo, se indaga sobre su finalidad 
respecto de los prestadores de servicios personales 
subordinados y el impacto que genera la disminu-
ción de potenciales cotizantes que, en últimas, serán 
reemplazados por la realidad tecnológica y robotizada, 
propia de un mundo globalizado.

En esa línea de reflexión sobre la parte débil en de-
terminadas relaciones jurídicas, el tercer capítulo 
se sumerge en el campo de los servicios de salud para 
detectar la relación jurídica en que se encuentran 
los cuidadores de pacientes. En esta área, las necesidades 
en temas de salud de los seres humanos han evolucio-
nado, pues día a día se descubren nuevas patologías; 
además, frente a las ya existentes, se visualizan reque-
rimientos que deben ser atendidos so pena de vulnerar 
la dignidad de vida no solo del paciente que ha llegado 
a un grado de dependencia, sino también la de su familia. 

Una de estas exigencias que toma especial rele-
vancia concierne a los cuidadores, ya sean formales 
o informales: personas llamadas a cubrir no solo la sub-
sistencia, sino también el bienestar y desarrollo de la 
persona que padece algún grado de dependencia como 
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consecuencia de una enfermedad. La práctica de los 
servicios de salud revela la existencia de los llamados 
cuidadores, una realidad que ha dado lugar a diversas 
problemáticas relacionadas con la esfera de lo público 
y lo privado. A su vez, esta figura exige su tratamiento 
bajo la perspectiva de las políticas públicas, en una socie-
dad en la que se busca restituir y equilibrar los derechos 
de grupos poblacionales que a lo largo de la historia 
se han encontrado en una situación de inequidad y con 
bajo acceso a la protección social.

De esta manera, se han analizado las relaciones ju-
rídicas en las cuales se ha identificado una parte débil. 
Esto ha permitido indagar sobre el marco normativo 
que las cobija y sobre los problemas ocasionados por la 
situación de debilidad de una de las partes de la relación 
jurídica, en torno a los cuales giran las reflexiones 
de esta obra.
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El consumidor como 
parte débil en los planes 
de autofinanciamiento 
comercial. Dificultades para 
determinar el régimen de 
protección en Colombia

Olenka Woolcott Oyague
Eliana Flechas Lara

Cuestiones generales
Múltiples son las formas a través de las cuales circu-
lan los bienes y servicios en el mercado; las hay desde 
las más simples y directas hasta las más complejas. 
Están determinadas por los conocimientos técnicos 
que involucran, la intermediación que requieren o los 
extremos participantes en el negocio que canaliza 
la circulación de la riqueza. Esta última, en tiempos 
modernos, ha sido regulada y caracterizada por un 
instrumento: el contrato; este se contrapone a lo que re-
presentó la propiedad en el siglo xix, en medio de una 
sociedad artesanal. 

Grandes y pequeños contratos permiten el movimien-
to de bienes y servicios para garantizar la satisfacción 
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de las necesidades y conveniencias de los sujetos que in-
teractúan en el mercado. Además, este instrumento 
se caracteriza por sus connotaciones globales y por 
la contribución de la tecnología, que acelera los pro-
cesos de contratación, así como la producción masiva 
de productos y servicios.

El presente capítulo indaga sobre una forma de circu-
lación de bienes basada en las operaciones de autofinan-
ciamiento comercial que se desarrollan en el mercado 
colombiano. De ahí, surge una serie de inquietudes sobre 
la naturaleza del contrato: si en tal caso se configura 
como contrato de consumo, cuáles son las partes invo-
lucradas y, finalmente, sobre el régimen de protección 
que asiste en la actualidad a los sujetos que intervienen 
en estas operaciones como destinatarios de unos bienes 
que se ofrecen en el mercado.

Para este fin, se parte de la caracterización del con-
trato de consumo y se identifica la información como 
elemento sustancial de toda relación de consumo —con 
mayor énfasis en aquellas que exigen conocimientos 
técnicos que instauran un cierto grado de complejidad 
para la inteligencia del clausulado contractual—.

De igual manera, debe tenerse en cuenta, por un 
lado, que el derecho actúa como sistema regulador 
de las conductas humanas (Monsalve Caballero, 2008) 
y, por otro, que existen nuevas tendencias de la eco-
nomía, como la aceptación y exigencia de principios 
generales que rigen la contratación moderna. Con esto 
presente, dentro del estudio del contrato de autofinan-
ciamiento comercial, se hace un análisis del principio 
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de la buena fe junto con los deberes secundarios de la 
conducta que de él se derivan. Se da especial relevancia 
al deber de información como piedra angular de los 
contratos de consumo, con el cual se pretende fortalecer 
la confianza entre las partes. El deber de información, 
además, busca proteger y materializar los princi-
pios que inspira la normatividad vigente en derecho 
de consumo, los cuales tienen, a su vez, una función 
creativa, integradora e interpretativa del contrato 
(Pico Zúñiga, 2017).

Finalmente, con el objetivo de determinar la pro-
tección sustancial y procesal, vigente y aplicable a las 
relaciones de consumo originadas de los contratos 
de autofinanciamiento comercial, se establecen las com-
petencias administrativas de inspección y vigilancia, 
y jurisdiccionales. Esto con el fin de dar a conocer 
la acción de protección al consumidor, en cabeza de las 
superintendencias, así como el régimen legal aplicable 
que orienta dicha relación contractual. 

Los contratos con los consumidores 
y la justificación de un régimen 
de protección especial
La contratación en masa trajo consigo una modalidad 
de circulación de bienes y servicios en el mercado: 
los denominados contratos con los consumidores. Estos 
se caracterizan por celebrarse entre un consumidor y un 
empresario o comerciante, de manera que se excluyen 
aquellos contratos que se celebran entre particulares 
o entre empresas (Reyes López, 2011, p. 1). 
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Ahora bien, no puede desconocerse que el campo 
en el que se desarrollan las relaciones de consumo 
sobrepasa los límites del contrato (Ghersi, 2005). Esto 
se debe a que, por un lado, dichas relaciones pueden 
tener lugar a partir de situaciones extracontractuales 

—como la información que se debe aun desde la etapa 
precontractual—; por otro lado, la evolución que ha 
tenido y la importancia que tiene en la actualidad 
la institución de la responsabilidad civil del fabricante 
por productos defectuosos es testimonio de la amplitud 
y complejidad de las relaciones de consumo (Woolcott, 
2007; Woolcott y Fonseca, 2018; Fernández-Sessarego 
y Woolcott, 2018). Sin embargo, el contrato sigue siendo, 
como anota Rinessi (2006, p. 109), “la estructura básica” 
de las relaciones que interesan al consumo. 

Los efectos que tiene el tráfico de bienes y servicios 
en el mercado —sea en la salud, seguridad o en el aprovi-
sionamiento a consumidores y usuarios— han provocado, 
lógicamente, unas respuestas del derecho; con ello, se dio 
lugar a un movimiento general de protección a los 
consumidores que se inició en los Estados Unidos y se 
expandió a otras latitudes. En esta línea de propensión 
a la defensa de los consumidores, se empiezan a dictar 
una serie de normativas a partir de los años setenta 
a nivel mundial (Rusconi, 2009). 

En este sentido, sin perjuicio de algunos antecedentes 
normativos en Colombia, la Constitución Política de 1991 
sienta un hito en el sistema de protección al consa-
grar una norma específica en el artículo 78, donde 
se contempla la protección del consumidor y se delega 
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el desarrollo de un régimen ad hoc a la legislación espe-
cial. Se instituye, de esta manera, un marco principista 
de protección al consumidor con el reconocimiento de la 
necesidad de control de la calidad de bienes y servicios 
que se ofrecen y se prestan en el mercado; para tal control, 
ciertamente, el contrato de consumo es el vehículo 
que canaliza la llegada de dichos bienes al consumidor. 
Al mismo tiempo, se dispone a regular la información 
que debe acompañar la circulación de dichos bienes 
y se instituye la responsabilidad de quienes tienen 
a su cargo la producción y comercialización de tales 
bienes y servicios. 

Aunque hubo antecedentes legislativos y jurispru-
denciales, para regular la protección del consumidor 
en Colombia —como el caso del Decreto Ley 3466 
de 1982 y la Sentencia C-1141 del 2000 de la Corte 
Constitucional—, fue recién en el año 2011 cuando 
se dictó un régimen especial de protección al consu-
midor con la Ley 1480 de 2011. En esta, se contemplan 
las disposiciones específicas relativas a los elementos 
que configuran la relación de consumo existente entre 
productor y consumidor en virtud de un contrato 
de consumo, y conciernen a las diversas etapas de la 
contratación. Cabe reconocer la trascendencia de la 
citada sentencia constitucional, puesto que representó 
para Colombia un hito jurisprudencial, pues por primera 
vez desde el plano constitucional (a la luz del artículo 
78 de la Carta Magna) se aclararon los conceptos funda-
mentales que soportan el derecho del consumidor. Sobre 
todo, fue de gran importancia que se reconoció la acción 
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judicial directa del consumidor contra el productor 
sobre la base del reconocimiento de la existencia de una 
relación de consumo. 

En este marco normativo colombiano, además de aten-
derse a la calidad de las partes en el contrato de consumo, 
el régimen estatutario centró su atención en la infor-
mación como presupuesto de la relación de consumo. 
De hecho, la información constituye la columna verte-
bral para buscar recobrar el equilibrio inexistente 
al inicio en toda relación de consumo. En efecto, se trata 
de la pieza angular sobre la que descansa fundamen-
talmente un régimen de protección al consumidor 
(Woolcott et al., 2017).

La debilidad del consumidor 
en las relaciones de consumo
La premisa de que el consumidor es el sujeto débil de la 
relación con el proveedor o productor se desprende 
de las propias características de la denominada sociedad 
de consumo en que todos los ciudadanos se encuentran 
inmersos de una u otra manera. Inevitablemente, 
los seres humanos participan de este sistema bajo 
modalidades múltiples de negocios que se celebran en el 
mercado, sea para satisfacer una necesidad básica o para 
responder a exigencias sofisticadas generadas a partir 
de las propias estrategias del mercado, como la publi-
cidad y mercadeo, entre otros elementos que impulsan 
el desarrollo del mercado bajo el postulado de la libertad.

En este contexto, existe una serie de mecanismos 
que promueven el desarrollo del mercado a costa de la 
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opresión psicológica del consumidor. En efecto, este 
personaje vital para el mercado expresa su volun-
tad para contratar bajo condiciones determinadas 
por agentes externos, es decir, por las fuerzas que mue-
ven el mercado y generan un estado de permanente 
insatisfacción en el consumidor. Para solucionarla, 
la publicidad comercial se encarga de aliviar el pro-
blema de modo transitorio, a través de la imposición 
de modelos de consumo que se renuevan y diversifi-
can permanentemente con la consiguiente atracción 
del consumidor (Galeano, 1994).

Entonces, al intentar definir la situación de debilidad 
del consumidor, destaca un aspecto que caracteriza 
toda relación de consumo: la asimetría originaria 
entre el consumidor y el proveedor o productor, la cual 
determina una situación de poder para este último 
respecto al primero. El conocimiento, la técnica 
empleada por el proveedor y su profesionalismo en la 
actividad que realiza en el mercado con productos 
destinados al consumidor lo convierten en el sujeto 
dominante de la relación frente al consumidor. Así, 
la autodeterminación de este último en la decisión 
de consumo se ve fácilmente afectada por la inferio-
ridad social y económica en que se encuentra respecto 
a su contraparte en la relación de consumo (Pagador 
López, 1999).

Tal asimetría se traduce en la ventaja informativa (en 
cantidad y calidad) que tiene el proveedor o productor 
sobre los bienes y servicios que coloca en el mercado. 
Los efectos de ese desequilibrio impactan directamente 
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en la libertad de contratar y en la denominada libertad 
de contratación en desmedro del consumidor. Esto 
sucede con mayor fuerza en los contratos concluidos 
con cláusulas generales de contratación o predeter-
minados por una sola de las partes (la parte fuerte 
de la relación), denominados contratos de adhesión 
(Woolcott et al., 2017, pp. 32-33). En ellos, se reduce 
al mínimo la expresión de la voluntad del adherente, 
y queda eliminada toda posibilidad de negociación 
del clausulado; este es el contexto que se impone 
en la actual contratación de masa o contratación 
contemporánea. 

El contrato de consumo y la información 
como elemento restablecedor 
del equilibrio contractual
Hablar de los contratos de consumo significa refe-
rirse al contrato que se celebra con un consumidor 
(Alterini, 1998); dado que no se cuenta con una defi-
nición legislativa, su uso y aplicación ha permitido 
a la doctrina inferir que estos contratos presuponen 
partir de la noción de consumidor para establecer 
el ámbito de aplicación del régimen de protección y su 
alcance a la contratación de masa. Entonces, la noción 
de consumidor varía de acuerdo con la línea que haya 
adoptado el legislador en un sistema determinado; 
por tanto, para los fines del presente capítulo, que foca-
liza un determinado tipo contractual relativo a las 
operaciones de autofinanciamiento comercial, se parte 
de la definición de consumidor que ofrece la Ley 1480: 
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Consumidor o usuario. Toda persona natural o jurídica 
que, como destinatario final, adquiera o utilice un deter-
minado producto, cualquiera que sea su naturaleza para 
la satisfacción de una necesidad propia, privada, familiar 
o doméstica y empresarial cuando no esté ligada intrín-
secamente a su actividad económica […]. (Ley 1480, 2011, 
art. 5, núm. 3)

De lo anterior se infiere que la legislación colombiana 
opta por una noción subjetiva y finalista de consumidor; 
primero, porque está determinada por el sujeto desti-
natario final del producto y segundo, porque el bien 
va dirigido a satisfacer una necesidad personal o si 
es empresarial, esta no debe estar asociada a su actividad 
económica. Como destaca Rinessi, “lo que verdade-
ramente caracteriza al consumidor es el acto de ser 
un consumidor final” (2006, p. 126). La definición que da 
la ley delimita el campo de aplicación del régimen 
de protección, de manera que para que un contrato 
esté cobijado por el Estatuto del Consumidor debe 
haberse celebrado con un consumidor en los términos 
que establece la ley. 

Asimismo, los contratos con los consumidores 
alcanzan dimensiones notorias en la actualidad 
y destacan por su carácter universal, debido, a su vez,  
al fenómeno económico global (Vásquez, 2012). 
Para que estos contratos fluyan, se requiere contar 
con formatos uniformes donde el clausulado va deter-
minado por una sola de las partes, aquella con el poder 
económico, técnico y psicológico, la cual se sobrepone 
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a la otra parte, por lo general, el consumidor. Entonces, 
debido a la necesidad de contratar para lograr la satis-
facción de sus necesidades privadas, familiares y no 
profesionales, el consumidor queda sometido a la 
posición de superioridad que ocupa su contraparte, 
el profesional, el proveedor o productor. De esta manera, 
la parte fuerte de la relación ejerce la plena autonomía 
de su voluntad en desmedro de la parte débil, el consu-
midor; este se ve limitado a asentir o rechazar el contrato 
en su integridad y, bien puede afirmarse, la autonomía 
de su voluntad es casi inexistente.

He aquí entonces, una razón fundamental para que el 
derecho ofrezca una solución al problema de inequidad 
a través de un régimen de intervención sobre la auto-
nomía de la voluntad basada en los principios del Estado 
social de derecho. Se busca, por un lado, la libre con
currencia de competidores en el mercado y, por otro, 
la posibilidad de rechazar la propuesta de celebrar 
un contrato con un clausulado que no se ajusta a las 
expectativas reales del consumidor.

En este sentido, el régimen de protección especial 
del consumidor pretende restablecer el equilibrio en la 
relación de consumo y, por tanto, de las partes en el 
contrato de consumo desde la etapa precontractual. 
Con ello, se pretende hallar un equilibrio entre el indi-
vidualismo —que condujo a una exacerbación de la 
autonomía de la voluntad en el siglo xix — y el soli-
darismo —caracterizado por la necesaria intervención 
del Estado para equilibrar las fuerzas del mercado— 
(Stanzione, 1994).
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Por consiguiente, el problema del desequilibrio 
contractual alcanza dimensiones aún más notorias 
en aquellos contratos que requieren de un conoci-
miento técnico especializado, como puede ser el caso 
de los contratos celebrados con la banca. Precisamente, 
la Corte Suprema de Justicia colombiana señaló respecto 
a los contratos de adhesión celebrados con una entidad 
financiera que si esta tiene la facultad de redactar 
los contratos, ello podría dar lugar a cláusulas abusivas 
(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 
7288, 2002).

El problema que afronta el consumidor ante 
la aceptación o rechazo de un contrato con clausu-
lado determinado exclusivamente por su contraparte 
consiste, esencialmente, en que, al expresar su acep-
tación, implícitamente manifiesta estar de acuerdo 
con todo aquello que dice el contrato, determinado 
absolutamente por su contraparte. Para que sean posibles 
una decisión libre y la expresión de la libre autodeter-
minación del consumidor es requisito fundamental 
que este conozca y entienda el contenido contractual. 
En ese sentido, la información ofrecida por la contraparte 
resulta un aspecto esencial para la expresión de una 
voluntad libre y acorde a la motivación determinante 
que lo conduce a celebrar el contrato de adhesión en el 
caso específico. 

Por tanto, la información es un derecho del consu-
midor y, a la vez, un deber fundamental del proveedor 
o productor, pues es indispensable para el desenvolvi-
miento de las relaciones de consumo que se instauran 
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en la contratación con los consumidores. Se trata, pues, 
de un elemento que se sustenta en la confianza de las 
partes y la buena fe contractual; por ende, la infor-
mación permite contrarrestar la desigualdad que las 
relaciones del mercado suponen, tal como lo subrayó 
la Corte Constitucional de Colombia (2012). Esto es parti-
cularmente importante si se tiene en cuenta que uno 
de los principios del contrato es la igualdad entre 
las partes, junto a la libertad para generar una voluntad 
sana que dé lugar a las relaciones obligatorias entre  
las partes. 

Este reconocimiento por parte de la Corte Consti
tucional de la desigualdad que se encuentra en la 
base de todo contrato de adhesión no implica restarle 
importancia a esta forma de contratación, pues ha sido 
un factor decisivo en el desarrollo de las relaciones 
del mercado y, por ende, en la circulación de la riqueza. 
Sin embargo, sí constituye un llamado de atención para 
los legisladores y las entidades de vigilancia, como 
la Superintendencia Financiera para los asuntos de la 
banca y de todo el sector financiero, así como para 
las demás entidades encargadas del control de las 
relaciones de consumo en Colombia. Con ello, se intenta 
prevenir transgresiones a los derechos del consu-
midor (las cuales representan una afectación de todo 
el mercado), mediante la imposición de las sanciones 
correspondientes. 

A este respecto, el concepto de la Superintendencia 
Financiera (2009) parece presentar un matiz diverso 
al que propone la Corte Constitucional, pues no pone 
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de relieve el desequilibrio existente en los contratos 
de adhesión entre una entidad vigilada y el consumidor 
financiero. En cambio, se centra en destacar la figura 
del contrato de adhesión como instrumento importante 
de la contratación de masa. 

Dicho concepto trivializa la inequidad propia de la 
relación de consumo y, sobre todo, aquella de carácter 
financiero. Esta perspectiva atiende a las connotaciones 
que este tipo de relaciones tienen, al involucrar cues-
tiones técnicas de gran envergadura respecto al poco 
o nulo conocimiento que tiene el consumidor sobre 
el despliegue de las operaciones financieras.

A propósito, es pertinente traer a colación las palabras 
de Guido Alpa cuando refiere que “la creación negocial 
no puede convertirse en un instrumento de prevari-
cato del más fuerte sobre el más débil, ni instrumento 
de contraste con el ordenamiento, ni instrumento 
de elusión con las reglas del ordenamiento” (2006, 
p. 29). Para ello, es necesario recurrir al valor de la 
solidaridad y contraponerlo al individualismo radical 
del siglo xix, con los objetivos de proteger la libertad 
del sujeto que decide una afectación sobre su propio 
patrimonio, y evitar que la autonomía derive en el ar-
bitrio y en el engaño del sujeto más débil de la relación, 
el consumidor.

Precisamente, en relación con la información 
como elemento fundamental para la salud de la rela-
ción de consumo, el Estatuto del Consumidor de 2011 
consagra, entre otros, el derecho del consumidor 
a “obtener información completa, veraz, transparente, 
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oportuna, verificable, comprensible, precisa e idónea 
respecto de los productos que se ofrezcan o se pongan 
en circulación, así como sobre los riesgos que puedan 
derivarse de su consumo o utilización” (Ley 1480, 
2011, art. 3, núm. 1.3). En consecuencia, el Estado debe 
garantizar la efectividad del derecho a través de la 
correspondiente acción de protección del consumidor. 

Por su parte, el artículo 24 de la Ley 1480 de 2011 
contempla unos requisitos mínimos que deben con
currir en toda información que el proveedor ofrece 
al consumidor. Dicha información debe contener: 
1) instrucciones para el uso correcto del bien y su 
conservación; 2) cantidad, peso y volumen; 3) fecha 
de vencimiento; las especificaciones del bien o servicio; 
además, la información debe referirse también a las 
garantías que asisten al consumidor, así como al precio 
del bien o servicio.

Para el necesario cumplimiento del deber de infor-
mación por parte del proveedor, cabe anotar que el 
Estatuto del Consumidor se ha estructurado en torno 
a unos principios que deben inspirar la interpretación 
y aplicación de cualquiera de las normas que conciernen 
al consumidor. Uno de ellos es el principio favor consu-
matore (artículo 4 del Estatuto, en concordancia con el 
artículo 34), conforme al cual las normas del esta-
tuto deben interpretarse en la forma más favorable 
al consumidor y, en la duda, se resolverá a favor 
de este. Lo anterior resulta aplicable al contenido 
contractual, cuyo clausulado ha de interpretarse en el 
sentido más favorable al consumidor. Así también, 
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cabe recordar el principio de vinculación de la oferta, 
promoción y publicidad, por el cual el consumidor 
se ve protegido en todo cuanto le sea comunicado 
por el proveedor. Adicionalmente, se cita el principio 
de integración, que implica que la información apor-
tada por el proveedor en la celebración del contrato 
se entenderá incluida en este, lo que guarda coherencia 
con el comportamiento de las partes en la etapa precon-
tractual y las sucesivas etapas del contrato.

Asimismo, están comprendidas en el régimen 
de protección del consumidor todas aquellas opera-
ciones que se realizan en el mercado bajo sistemas 
de financiación, es decir, las operaciones de crédito 
realizadas por sujetos que no se encuentran vigilados 
por una autoridad administrativa en particular, como 
la Superintendencia Financiera. Y en cuanto respecta 
a la información debida para este tipo de operaciones 
de financiamiento en el mercado, se instituye en el 
artículo 45 del mencionado estatuto el deber de informar 
al consumidor todas las características que comporta 
la operación. 

Todas estas operaciones en el mercado activan 
la circulación de bienes y servicios; estas se realizan 
a través de determinadas modalidades contractuales 
y, en la medida que se involucre un consumidor como 
parte contractual, se está ante un contrato de consumo. 
Se trata de una noción amplia y general que aporta 
la doctrina, como antes se anotaba. Así, como sugiere 
Mosset Iturraspe (2000), esta noción expresa una tensión 
entre los contratos en general y los contratos de consumo, 
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puesto que si bien la contratación contemporánea ya no 
se sostiene únicamente sobre el régimen contractual 
tradicional, ha dado lugar al denominado contrato 
de consumo, que no es una especie de contrato en rela-
ción con el régimen general contenido en el Código Civil, 
sino que se trata de los contratos que se celebran en el 
área del consumo. De allí que se les reconozca también 
como otra categoría general que abarca una pluralidad 
de figuras o tipos contractuales. 

En otros términos, estos contratos de consumo 
no llegan a configurar una categoría determinada, 
sino que por tratarse de contratos cuyo objeto y causa 
están vinculados al consumo, merecen una protección 
especial a través de un régimen normativo especí-
fico. Este debe instaurar un principio de defensa 
del consumidor (Vásquez Ferreyra, 1995), a quien 
va dirigida la protección por su condición de parte 
débil de la contratación. Además, se trata de contratos 
que por la consagración constitucional de la protección 
del consumidor se encuentran en un nivel de jerar-
quía superior al contrato regido por el Código Civil. 
Por tanto, el régimen del consumidor tiene rango 
de norma de orden público, de cumplimiento obliga-
torio, a diferencia del carácter supletorio característico 
de un Código Civil. 

Ciertamente, las normas sobre el consumidor inte-
resan no solo a las partes de la relación de consumo, sino 
que trascienden a toda la sociedad, pues esta tiene interés 
en la protección de bienes superiores, como la vida, 
la salud, la integridad psicofísica de los consumidores 
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o la libre circulación de bienes seguros y de calidad en el 
mercado. De tal manera, la protección del consumidor 
traspasa los límites de la relación contractual tradicional 
de aquello que se pactó, para incorporar las normas 
que derivan del régimen de protección. 

En este marco novedoso de la contratación contem-
poránea que ofrece la categoría general de los contratos 
con los consumidores, se entienden comprendidas 
las operaciones de autofinanciamiento comercial 
que son objeto de análisis en los apartados sucesivos. 

El plan de autofinanciamiento comercial 
(pac) como medio de adquisición de 
bienes y servicios en el mercado
Según lo ya expuesto, es claro, entonces, que el inter-
cambio de bienes y servicios ha alcanzado complejas 
y diversas tipologías contractuales, caracterizadas 
por la celebración de negocios en masa y por la suscrip-
ción de contratos de adhesión, predominantes en las 
relaciones de consumo del mundo moderno (Laguado 
Giraldo, 2003). La incidencia principal de este fenómeno 
es que la concepción de los extremos contractuales y de 
las relaciones negociales —tradicionalmente conce-
bidas como justas— se ha transformado sobre la base 
de la equivalencia de los sujetos y el absolutismo de los 
principios de autonomía de la voluntad y de libertad 
contractual. En el contexto actual, con la normatividad 
internacional, el derecho constitucional y el emergente 
derecho del consumo, se reconoce la asimetría de las 
partes, la consecuente existencia de un extremo débil 
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y la necesaria reivindicación del equilibrio contractual 
a través del derecho sustancial y procesal. 

Para lograr dicha reivindicación, es necesario 
comprender y caracterizar las diferentes relaciones 
contractuales que derivan en relaciones de consumo 
particulares, a las que se les aplica una normatividad 
específica afín a cada transacción. 

Pues bien, entre los modelos actuales de adqui-
sición de bienes y servicios, llama especial atención 
el contrato de autofinanciamiento comercial, moda-
lidad difícil de identificar en su contexto jurídico. 
Sin embargo, al mencionar palabras como “ChevyPlan” 
o “Electroplan”, inmediatamente viene a la mente 
de los consumidores un amplio despliegue publicitario 
que oferta dicha opción como una manera fácil y práctica 
de adquirir determinado producto, sin contar con el 
dinero al momento de la compra.

El contrato de autofinanciamiento comercial consiste 
en la suscripción de un contrato de adhesión encami-
nado a la adjudicación de un bien o servicio, ya sea 
por sorteo u oferta. Este proceso se materializa a través 
de la formación de fondos comunes integrados por un 
grupo de personas, bien sean naturales o jurídicas, 
quienes hacen aportes periódicos de sumas de dinero 
para tal fin (Superintendencia de Sociedades, 2014). 
De tal modo, el precio final del bien corresponde a la 
sumatoria de los conceptos mensuales que se aportan 
durante el tiempo de duración del grupo; es decir, hasta 
que todos sus integrantes sean adjudicados, dicha suma 
mensual corresponde a los siguientes rubros: 
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•	 Cuota de inscripción o ingreso: suma de dinero 
determinada por el comerciante, que se paga luego 
de perfeccionado el contrato, que no es imputable 
al valor del bien o servicio, y que no es susceptible 
de devolución.

•	 Cuota neta: resulta de dividir el costo del producto 
entre el número de cuotas acordadas en el contrato. 

•	 Cuota de administración + iva: valor definido 
por el comerciante, destinado a cubrir gastos 
administrativos, más el impuesto sobre el valor 
agregado; no es susceptible de devolución. 

De esta manera, el suscriptor realiza los siguientes 
pagos durante la ejecución del contrato: un pago inicial 
que corresponde a la suma del valor de la inscripción y la 
primera cuota bruta, suma mensual o extraordinaria 
(en caso de sorteo), que comprende la suma de la cuota 
neta más la cuota de administración y el valor del iva.

Por otro lado, el suscriptor puede elegir dos modali-
dades de plan: el primero, de cuota variable, que pertenece 
al precio actualizado del bien o servicio, el cual es reajus-
tado durante la vigencia del contrato; el segundo es el 
plan de cuota fija, que se establece por el valor elegido 
por el consumidor y que no se reajusta. En el primer 
caso, es importante advertir que la variación del valor 
del bien afecta los valores no solo de la cuota neta, sino 
que además afecta el valor de la cuota de administra-
ción y del iva. 
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Consideraciones fundamentales para una 
protección especial del consumidor de 
operaciones de autofinanciamiento
Como punto de partida, es necesario reconocer la natu-
raleza de la relación contractual para realizar un análisis 
de protección y verificar la existencia de un tratamiento 
legislativo especial inspirado en los principios tuitivos 
del derecho del consumo. En este orden de ideas, y en 
coherencia con la Ley 1480 de 2011, el carácter subjetivo 
y finalista de dicha relación es trascendental a la hora 
de establecer el ámbito de aplicación de la normatividad 
en materia de derecho de consumo. Por tanto, es impor-
tante determinar, en lo relacionado con el criterio 
subjetivo: la calidad del suscriptor, las características 
especiales que lo hacen ser merecedor de una especial 
protección, es decir, esos criterios sobre los cuales 
descansa la teoría de que el consumidor resulta ser el 
extremo débil de las relaciones de consumo. Por otra 
parte, según el criterio finalista, debe examinarse 
la destinación que tendrá ese producto o servicio objeto 
de la transacción comercial.

Criterio subjetivo y finalista de 
la relación de consumo
Básicamente, este criterio permite demarcar el ámbito 
de aplicación de las normas tuitivas l lamadas 
a tutelar los intereses de determinada colectividad, 
que en términos generales se encuentran en situación 
de debilidad. En ese sentido y según la Corte Suprema 
de Justicia: 
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Es necesario indagar la finalidad concreta que el sujeto 
persigue con la adquisición de determinado bien o servicio, 
para hacerlo acreedor de las garantías del derecho consu-
meril, en este sentido se reputa consumidor el que como 
destinatario final aspire a la satisfacción de una nece-
sidad propia, privada, familiar, doméstica o empresarial 

—en tanto no esté ligada intrínsecamente a su actividad 
económica propiamente dicha, aunque pueda estar 
vinculada, de algún modo, a su objeto social—, que es 
lo que constituye el rasgo característico de una verdadera 
relación de consumo. (Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Civil, 1999-04421, 2005)

Por otro lado, la ley involucra a productores y provee-
dores. El primero de ellos es definido como “quien 
de manera habitual, directa o indirectamente, diseñe, 
produzca, fabrique, ensamble, o importe productos. 
También se reputa productor, quien diseñe, produzca, 
fabrique, ensamble, o importe productos sujetos a regla-
mento técnico o medida sanitaria o fitosanitaria” (Ley 
1480, 2011, art. 5, núm. 9); por su parte, el proveedor 
es definido como “quien de manera habitual, directa 
o indirectamente, ofrezca, suministre, distribuya 
o comercialice productos con o sin ánimo de lucro” 
(Ley 1480, 2011, art. 5, núm. 11).

Partiendo de los criterios subjetivo y finalista, el obje-
tivo del contrato de autofinanciamiento comercial 
es acceder a determinado bien o servicio, a través 
de la suscripción de un contrato de adhesión carac-
terístico de las relaciones de consumo. Por un lado, 
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encontramos una sociedad anónima, que se encarga 
de administrar y conformar los grupos de personas 
interesadas en adquirir determinado bien, adjudicarlo 
y entregarlo conforme al sistema de autofinanciamiento; 
este, en últimas, permite acceder a un bien sin contar 
de manera inmediata con la totalidad del presupuesto, 
lo cual lo convierte en proveedor de un servicio que se 
asemeja a la intermediación financiera. Por otro lado, 
encontramos al suscriptor, que adquiere el producto 
para satisfacer una necesidad que, en la mayoría de los 
casos, no está intrínsecamente ligada a una actividad 
comercial (Flechas Lara, 2019).

Bajo esta perspectiva, el plan de autofinanciamiento 
comercial o pac se constituye como una auténtica 
relación de consumo, siempre y cuando el producto 
a adquirir sea para la satisfacción de una necesidad 
propia, privada, familiar o empresarial que no esté 
intrínsecamente ligada a su actividad comercial. 
Adicionalmente, esta figura se caracteriza por el hecho 
de que el suscriptor no cuenta con la totalidad del valor 
del bien al momento de suscribir el contrato. Finalmente, 
es importante advertir que es un contrato aleatorio, 
pues su adjudicación depende de condiciones sujetas 
al azar; bajo este presupuesto en ningún caso es viable 
asegurarle al consumidor el tiempo de entrega del bien.

Así las cosas, los elementos característicos de la 
relación de consumo que se derivan del autofinancia-
miento comercial (tales como generar una obligación 
pecuniaria por un determinado periodo de tiem-
po, la captación y administración del dinero de los 
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consumidores, las condiciones para la adjudicación 
y entrega del bien, las consecuencias de la terminación 
anticipada del contrato, la adhesión en bloque a las 
cláusulas sin posibilidad de negociación, la asimetría 
de las partes en la relación contractual y demás condi-
ciones negociales) exigen un especial cumplimiento 
de los deberes secundarios de la conducta como máxima 
expresión del principio de la buena fe. Tiene principal 
importancia el deber de información, encaminado 
a garantizar que el suscriptor cuente con los elementos 
de juicio suficientes para adoptar decisiones de consu-
mo responsables y promover la adecuada formación 
del consentimiento contractual.

En este orden de ideas, los deberes secundarios 
de la conducta buscan, fundamentalmente, satisfacer 
los intereses jurídicos de las partes sobre la base de lo 
que es realmente querido y lo que en términos prácticos 
obtienen las partes. Además, derivan esencialmente 
de la buena fe, definida como el cumplimiento leal, 
honrado y sincero de los deberes con el prójimo y con 
los derechos propios (González Pérez, 1983), principio 
presente en todas y cada una de las fases del contrato. 
De hecho, se advierte que su observancia cobra vital 
importancia en la fase de formación del consentimiento, 
esto es, en la fase precontractual o en los denominados 
tratos preliminares, concebidos como aquellos diálogos 
preliminares en la etapa que precede el perfecciona-
miento del contrato (Stiglitz y Stiglitz, 1992). 

Así, considerando la “ecuación” relación precon-
tractual = relación de confianza (Monsalve Caballero, 
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2008), la materialización del principio de la buena 
fe se expresa en cualquiera de los deberes secundarios 
de la conducta, llámese deber de protección, de infor-
mación, de consejo, fidelidad, reserva o secreto. Estos 
constituyen la piedra angular del derecho privado 
moderno, pues propenden por el cumplimiento de la 
finalidad común perseguida por los contratantes y se 
aproximan a la idea de lograr un equilibrio contractual 
(Solarte Rodríguez, 2004).

Ahora bien, debido a la complejidad, asimetría 
contractual, modalidad de adhesión, así como la capta-
ción, manejo y aprovechamiento de los recursos de los 
suscriptores para la modalidad de contratación del auto-
financiamiento comercial, el deber de información 
se vuelve relevante en la etapa de los tratos prelimi-
nares, pues el consumidor confía en que fue informado 
correctamente, y sobre eso toma determinada decisión 
de consumo (Bianca, 1994). De tal modo, este deber 
protege la libertad de contratar y, además, por su  
intermedio, se tiende a superar la situación de desequi-
librio en que están las partes; en palabras de Gustavo 
Ordoqui, 

informar corresponde a dar noticia de una cosa o se situa-
ciones o circunstancias; instruir, prevenir. Se expone sobre 
lo que se conoce o se debe conocer. Se informa sobre lo que 
pueda ser relevante para la toma de decisiones. La obli-
gación de informar encuentra su explicación en la exis-
tencia de un desequilibrio de información o de conocimiento 
que tienen las partes. Se trata, en definitiva, de proteger 
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al más débil por ser éste desinformado y carecer de expe-
riencia negocial. (Ordoqui Castilla, 2012)

Sin embargo, la responsabilidad no se agota con el 
cumplimiento de los deberes por los extremos contrac-
tuales, con mayor exigencia de parte del empresario. 
Además, y en virtud de los artículos constitucionales 78 y 
333, existe, primero, la obligación del Estado de inter-
venir en la regulación del control y calidad de servicios 
ofrecidos a la comunidad; y, segundo, su intervención 
en la economía en términos generales.

Asimismo, se advierte que constitucionalmente 
la actividad financiera y cualquier otra relacionada con 
el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos 
captados del público se consideran de interés púbico. Esto 
se fundamenta, justamente, en la captación de ahorro 
de la población comprometiendo su patrimonio, y la 
confianza legítima que inspiran las instituciones dedi-
cadas a celebrar operaciones transaccionales que afectan 
la circulación del dinero a nivel nacional. Esto justifica 
que las señaladas actividades estén sujetas a la inter-
vención, vigilancia y control estatal.

Lo anterior obedece, principalmente, a la responsabi-
lidad estatal de asegurar el bien común, materializado 
en la sinergia entre el Legislativo y el Ejecutivo. El primero 
de ellos tiene a su cargo fijar los límites de determinada 
actividad económica, y el segundo, ejercer intervención 
estatal sobre la base de los principios de la función 
administrativa ejercida por delegación del presidente 
a través de las superintendencias. Estas son organismos 
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técnicos especializados, dependientes del gobierno, y, 
muy importante, con facultades de policía adminis-
trativa, con función de inspección y vigilancia (Corte 
Constitucional de Colombia, C-150, 2003). 

Aspectos de la operatividad del contrato de 
autofinanciamiento comercial en Colombia
El contrato de autofinanciamiento comercial goza 
de algunas particularidades que lo hacen un contrato 
complejo; este comprende una serie de términos y condi-
ciones no habituales en otras modalidades de consumo, 
verbigracia, la compraventa o los contratos de mutuo 
celebrados con entidades financieras. Lo anterior 
justifica una mayor protección del consumidor y la 
observancia del principio de la buena fe con preemi-
nencia del deber de información, a través del cual 
el consumidor potencial pueda tener plena claridad 
de la caracterización y operatividad del negocio jurí-
dico a celebrar. 

Igualmente, una particularidad que presenta 
el contrato de autofinanciamiento comercial es la 
fecha incierta en que debe hacerse la entrega del bien 
al consumidor, la cual está sujeta a eventos de la suerte 
y el azar. Sin embargo, en algunas ocasiones, esta 
información de interés para el consumidor es omitida 
o se presenta incompleta por parte de las sociedades 
administradoras de los planes de autofinanciamiento 
comercial, al punto que constituye uno de los argu-
mentos más fuertes para sustentar gran parte de las 
demandas que se interponen contra estas sociedades. 
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Así, dichas demandas se basan en que, al momento 
de las tratativas preliminares, los asesores comerciales 
prometen adjudicaciones en tiempos determinados 
o, en su defecto, no dan a esta información la trascen-
dencia que tiene1.

Por otra parte, en lo que tiene que ver con la entrega 
del bien, existe un tipo de inducción a error, consistente 
en mostrar en la fase precontractual una modalidad 
de fácil acceso, cómoda y realizable, utilizando pro- 
paganda comercial tal como: “No requiere de expe-
riencia crediticia”, “sin codeudores”, entre otros; pero 
al momento de la adjudicación, so pena de que esta 
sea anulada, requieren cumplir en un término de 20 
días corrientes con lo siguiente:

1	 Al respecto, ver algunas de las controversias 
puestas a consideración de la Superintendencia 
de Industria y Comercio: Rad. 2010-158305, sobre 
falta de información respecto del valor de la cuota; 
Rad. 2012-77799, sobre vulneraciones del derecho 
a la información por asegurar que la adjudicación 
del bien se daría en un plazo determinado, no acorde 
a la realidad (similar al caso de los Rad. 2012-70506, 
2012-75533, 2012-211500, 2012-127330, 2014-33543, 
2017-7112). De igual manera, sobre información 
incompleta, ver Rad. 2017-25887, 2012-190371 
y 2017-173803. Los documentos pueden consultarse 
en el siguiente enlace: https://bit.ly/3mo8KPx

https://bit.ly/3mo8KPx
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Formulario de capacidad de endeudamiento, en donde 
será requisito indispensable demostrar como mínimo 
ingresos netos mensuales soportados (ingresos menos 
egresos) equivalentes al doble de la cuota mensual del plan 
elegido; la sociedad puede solicitar un codeudor solvente 
para vehículo particular o dos codeudores para vehículos 
de servicio público; encontrarse al día con las demás 
entidades con las cuales mantenga o haya mantenido 
vínculos crediticios o comerciales, lo que se traduce en no 
tener reportes negativos en las centrales de riesgo; pagarés 
firmados por el suscriptor adjudicado y sus codeudores 
y contratar las pólizas (vida y vehículo).2

Ahora, si el suscriptor, haciendo uso de su derecho 
de elección, desea adquirir el vehículo del color de su 
preferencia, por este motivo la entrega efectiva del bien 
se pospone y, como consecuencia, su valor comercial 
acrecienta, el consumidor adjudicado se obliga a asumir 
tal incremento al momento de la entrega. En cuanto 
a la entrega del bien luego de cumplidos los requisitos, 
el plazo es de 60 días hábiles. 

En este orden de ideas, el tiempo para el cumpli-
miento de los requisitos que no fueron mencionados 
al momento de la suscripción del contrato es de 20 días 
corrientes, so pena de anulación de la adjudicación. Si por 

2	 Para una mejor comprensión del contrato objeto 
de estudio, se cita el contrato de ChevyPlan, 
relacionado al final del siguiente documento: https://
bit.ly/3mox97n

https://bit.ly/3mox97n
https://bit.ly/3mox97n


49

El consumidor como parte débil

elección, el consumidor opta por un color determinado 
que no se encuentra disponible por el proveedor, este 
asumirá los incrementos del bien en caso de presen-
tarse. Finalmente, el tiempo que tiene la sociedad para 
entregar el bien es de 60 días hábiles (Flechas Lara, 2019).

Otro aspecto a tener en cuenta consiste en la devo
lución del dinero en caso de retiro voluntario o incum
plimiento del suscriptor. En tal caso, la sociedad 
devolverá únicamente cuotas netas, hasta la finalización 
del plazo del plan, que generalmente oscila entre los 6 
a 8 años, sin lugar a reconocer intereses, corrección 
monetaria, indemnización o sanción alguna. Esto 
quiere decir que el dinero por concepto de inscripción 
y la cuota de administración con el respectivo iva no 
son reembolsables. 

Régimen de protección aplicable 
al consumidor de los pac 

En cuanto a la función administrativa 
de inspección y vigilancia
Los planes de autofinanciamiento comercial están 
regulados por la Circular externa n.° 300-000007 
de 2014, emitida por la Superintendencia de Sociedades 
de Colombia, modificada parcialmente por las circulares 
básicas jurídicas 100-000003 de 2015 y 100-000005 
de 2017. Según estas, la administración de los planes 
consistentes del aporte periódico de sumas de dinero 
por parte de los suscriptores se encuentra bajo el manejo 
exclusivo de las Sociedades Administradoras de Planes 



La tutela de la parte débil en las relaciones jurídicas

50

de Autofinanciamiento Comercial, personas jurídicas 
que deben ser constituidas como sociedades anónimas 
ante la Superintendencia de Sociedades. 

Ahora bien, en virtud de lo dispuesto en el parágrafo 
del artículo 1 del Decreto 1941 de 1986, mediante el cual 
se asignaron funciones al Ministerio de Desarrollo 
Económico, se estipuló que la Superintendencia de 
Sociedades ejerce las funciones de vigilancia y control; 
antes, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 
1970 de 1979 (el cual modificó el régimen jurídico 
de las personas que se dedican a la intermediación 
financiera), dichas funciones le habían sido asig-
nadas a la Superintendencia Financiera de Colombia, 
respecto de Consorcios Comerciales (hoy Sociedades 
Administradoras de Planes de Autofinanciamiento 
Comercial).

Esto quiere decir que la Superintendencia de  
Sociedades es la competente para ejercer la función 
de inspección y vigilancia, en desarrollo de su función 
administrativa. Sobre tal función la Corte Constitucional 
señaló que:

[…] las funciones de inspección, vigilancia y control 
se caracterizan por lo siguiente: (i) la función de inspección 
se relaciona con la posibilidad de solicitar y/o verificar 
información o documentos en poder de las entidades sujetas 
a control, (ii) la vigilancia alude al seguimiento y evaluación 
de las actividades de la autoridad vigilada, y (iii) el control 
en estricto sentido se refiere a la posibilidad del ente 
que ejerce la función de ordenar correctivos, que pueden 
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llevar hasta la revocatoria de la decisión del controlado 
y la imposición de sanciones. Como se puede apreciar, 
la inspección y la vigilancia podrían clasificarse como 
mecanismos leves o intermedios de control, cuya finalidad 
es detectar irregularidades en la prestación de un servicio, 
mientras el control conlleva el poder de adoptar correctivos, 
es decir, de incidir directamente en las decisiones del ente 
sujeto a control. (Corte Constitucional, C-570 de 2012)

En cuanto a la función jurisdiccional
El art. 116 de la Constitución autoriza a la ley para que de 
manera excepcional confiera el ejercicio de funciones 
jurisdiccionales, definidas por el Consejo de Estado (2015) 
como aquellas que permiten a las Superintendencias 
dictar una sentencia fundamentada en la ley, con carácter 
definitivo y con las facultades propias de un juez, para 
resolver los conflictos entre particulares o entre estos 
y el Estado, o hacer efectivo un derecho cierto. 

Dando alcance a esta prerrogativa constitucional, 
la Ley 1480 de 2011, en sus artículos 57 y 58, crea la Acción 
de Protección al Consumidor, incorporada luego 
en el artículo 24 del Código General del Proceso. Allí, 
se definen las competencias del ejercicio de funciones 
jurisdiccionales por autoridades administrativas; 
de tal manera, señala las controversias que pueden 
ser conocidas por la Superintendencia de Industria 
y Comercio, la Superintendencia Financiera de Colombia 
y la Superintendencia de Sociedades. Además, establece 
que tal función jurisdiccional genera una competencia 
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a prevención, es decir, que no se excluye la competencia 
de la jurisdicción ordinaria. De igual forma, en cuanto 
a las vías procesales, establece que serán las mismas 
previstas en la ley para los jueces, y en cuanto a la 
segunda instancia, el competente para conocerla será 
la autoridad judicial superior funcional del juez, si se 
hubiese tramitado la acción en la jurisdicción ordinaria. 

Por lo anterior, de las reglas establecidas por el 
Código General de Proceso, se infiere que la competencia 
jurisdiccional de la Superintendencia de Sociedades 
se limita a aspectos netamente societarios y de garan-
tías mobiliarias.

Así, la Superintendencia de Industria y Comercio 
debe conocer de asuntos en los que exista una presunta 
violación a los derechos de los consumidores, que se 
encuentran instituidos en el Estatuto del Consumidor 
(Ley 1480, 2011), y debe estar al tanto de los asuntos 
relativos a la competencia desleal. 

En cuanto a la Superintendencia Financiera de  
Colombia, esta se encarga de controversias que surjan 
entre los consumidores financieros y las entidades 
vigiladas, en lo que tiene que ver con la ejecución y el 
cumplimiento de las obligaciones de tipo contractual 
con ocasión a la actividad financiera, bursátil, asegu-
radora y cualquier otra relacionada con el manejo, 
aprovechamiento e inversión de los recursos captados 
del público. 

Con relación a la competencia de la Superintendencia 
Financiera, a primera vista se podría concluir, de ma-
nera aligerada, que cuando en el enunciado se hace 
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referencia a “cualquier” otra actividad relacionada 
con el manejo, aprovechamiento e inversión de recursos 
captados del público, se podrían incluir las controversias 
derivadas de la ejecución y cumplimiento del contrato 
de autofinanciamiento comercial, por tratarse de un 
negocio jurídico que comprende captación y aprove-
chamiento de recursos. Sin embargo, la competencia 
de la Superintendencia Financiera resulta ser restrictiva, 
en el sentido de delimitar su ámbito al “consumidor 
financiero”. 

En este orden de ideas, el concepto de consumidor 
es uno de los criterios que, en el derecho del consu-
midor, define el ámbito de aplicación de las normas 
y las competencias jurisdiccionales de las autoridades 
administrativas. Así, y haciendo referencia a esas compe-
tencias mencionadas en materia financiera, el concepto 
de consumidor financiero y la aplicación de las normas 
de este sector se limitan a aquellos que utilizan los servi-
cios de entidades vigiladas por la Superintendencia 
Financiera de Colombia. Lo anterior permite inferir que, 
por el hecho de estar las sociedades comerciales sujetas 
a la vigilancia de la Superintendencia de Sociedades, 
queda descartada la posibilidad de acudir a la aplica-
ción de normas del sector financiero (a pesar de que 
en las operaciones de autofinanciamiento comercial 
existe una actividad de captación, aprovechamiento 
y administración de los recursos del público). 

Entonces, si se descarta la competencia jurisdic
cional de la Superintendencia de Sociedades y de 
la Superintendencia Financiera por las razones expuestas, 
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y se tiene en cuenta el carácter residual de las normas 
establecidas en el Estatuto del Consumidor, así como 
la competencia que fija el Código General del Proceso, 
diremos que las normas que se aplican a la relación 
de consumo que deriva del contrato de autofinancia-
miento comercial son las del Estatuto en mención. 
En este mismo sentido, la competencia jurisdiccional 
para conocer de la acción de protección al consumidor 
es de la Superintendencia de Industria y Comercio. Cabe 
aclarar que dicha competencia es diferente a la compe-
tencia de tipo administrativo que surge con ocasión 
de la función de inspección y vigilancia en cabeza de la 
Superintendencia de Sociedades. 

Ahora bien, al revisar varios de los pronunciamientos 
emitidos como consecuencia de esa competencia juris-
diccional delegada a la Superintendencia de Industria 
y Comercio (sic), se observó que, a nuestro juicio y desa-
fortunadamente, no se establece dentro del análisis 
del problema jurídico y la sustancia de la decisión, 
la esencia de los principios tuitivos de la relación de tipo 
contractual entre un consumidor y un empresario. Debe 
tenerse  en cuenta que el trámite que aplica la sic es el 
relativo al cumplimiento de la garantía legal, definida 
en el como la “obligación, en los términos de esta ley, 
a cargo de todo productor y/o proveedor de responder 
por la calidad, idoneidad, seguridad y el buen estado 
y funcionamiento de los productos” (Ley 1480, 2011, art. 
7). Así, en la parte resolutiva de algunas de las senten-
cias sobre la materia se lee: “La sic ordena que, a título 
de efectividad de la garantía a favor del accionante, 
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reintegre la totalidad del dinero pagado por el consu-
midor, suma debidamente indexada”3.

Con base en lo anterior, no se observa por parte de la 
Superintendencia de Industria y Comercio una aplicación 
adecuada y real de la normatividad ni de los principios 
que inspiran la protección del consumidor en el ámbito 
de la protección contractual propiamente dicha, pues 
a pesar de que en algunos casos y en cumplimento 
de una supuesta “garantía legal” se ordene la devolu-
ción del dinero al suscriptor del contrato, no se percibe 
la materialización de la responsabilidad que deriva 
por la inobservancia del principio de la buena fe y de los 
deberes secundarios de la conducta que de él se derivan. 
En este sentido, brilla por su ausencia en la argumen-
tación de sus decisiones, el reconocimiento implícito 
de la buena fe y el valor que se le da a la información 
en el Estatuto del Consumidor, y suelen ser inexistentes 
las consecuencias de su transgresión (como la eventual 
declaratoria de ineficacia o nulidad, el resarcimiento 
de los daños y perjuicios según el régimen general 

3	 Al respecto se pueden consultar algunas de las 
sentencias emitidas por la sic: Sentencia 00819 del 29 
de febrero de 2012 (Rad. 2010-158305), Sentencia 1901 
de 2012 (Rad. 2012-12730), Sentencia 2353 de 2012 (Rad. 
2012-3912), Sentencia 1096 de 2013 (Rad. 2012-190371). 
Pueden encontrarse a través de la opción “Consulta 
de trámites” ingresando el número de radicado, en el 
siguiente enlace https://bit.ly/39wVaWm

https://bit.ly/39wVaWm
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de la responsabilidad civil, la obligatoriedad de la 
transparencia de la publicidad y toda aquella infor-
mación que preceda el perfeccionamiento del contrato, 
así como aquella disposición desconocida en sus fallos 
por la sic, del artículo 29 del estatuto, en donde se esta-
blece que “Las condiciones objetivas anunciadas en la 
publicidad obligan al anunciante en los términos de la 
publicidad” [Ley 1480, 2011, art. 29]).

La aplicación adecuada de estos principios contrac-
tuales materializaría aquellos postulados propios 
del derecho del consumo, verbigracia, el principio 
proconsumidor, el respeto a su dignidad y a sus intereses 
económicos. En consecuencia, el estudio y la argu-
mentación jurídica le resta valor al respeto de la buena  
fe en las relaciones contractuales modernas, como es el 
caso de las originadas en el contrato de autofinancia-
miento comercial. 

Conclusiones 
El contrato de autofinanciamiento comercial se instituye 
como parte de las diversas y complejas modalidades 
de consumo. Como se puede inferir del presente capítulo, 
este tipo de contrato demanda por parte del derecho 
actual una protección real y efectiva del extremo débil 
de la relación negocial, protección fundada en los 
principios tuitivos propios del derecho del consumo, 
como el principio de la buena fe y, en especial, el deber 
de información como presupuesto insoslayable de las 
relaciones de consumo. 
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Actualmente, el régimen legal aplicable a esta 
modalidad de adquisición de bienes y servicios es la 
Ley 1480 de 2011 conocida como el Estatuto de protección 
al Consumidor. Allí, se regulan, entre otros asuntos, 
aspectos de tipo contractual, se instauran algunos de los 
principios que deben orientar en general las relaciones 
de consumo, se crea la acción de protección al consu-
midor y se le atribuyen facultades jurisdiccionales 
a la Superintendencia Financiera de Colombia y a 
la Superintendencia de Industria y Comercio.

En cuanto a estas competencias de tipo jurisdiccional, 
a pesar de que el contrato de autofinanciamiento 
comercial supone la captación, manejo y aprove-
chamiento de los recursos de los suscriptores, dicha 
relación contractual escapa de la competencia de la 
Superintendencia Financiera de Colombia, dado que sus 
normas y su ámbito de actuación jurisdiccional se limita 
a los asuntos contenciosos que surjan entre consu-
midores financieros y entidades vigiladas por la misma 
Superintendencia Financiera. En este orden de ideas, 
el consumidor suscriptor del contrato de autofinancia-
miento comercial, por definición, no es considerado 
consumidor financiero y, por su parte, las Sociedades 
Administradoras de Planes de Autofinanciamiento 
Comercial tampoco son vigiladas por la Superfinanciera, 
ya que esta función administrativa de inspección y vigi-
lancia se delegó a la Superintendencia de Sociedades. 

Lo anterior quiere decir que es la Superintendencia 
de Industria y Comercio la que tiene la competencia 
jurisdiccional de conocer las acciones de protección 
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al consumidor encaminadas a resolver controversias 
derivadas del contrato en mención. Dicha entidad, 
en cumplimiento de su atribución legislativa, ha resuelto 
los asuntos puestos en su conocimiento a través de la 
figura de la garantía legal (Ley 1480, 2011, art. 7) sin hacer 
un análisis de la relación contractual propiamente 
dicha. A nuestro juicio, en esta función ha desconocido 
los elementos que cimientan los principios de la protec-
ción contractual de la cual es acreedor el consumidor 
de bienes y servicios a través de los planes de autofi-
nanciamiento comercial. 

Finalmente, y con el ánimo de realizar un aporte 
a la doctrina y al derecho de consumo en general 
sobre esta modalidad de contratación, se considera 
que las controversias puestas a consideración de la 
sic deben ser resueltas bajo el análisis de los elemen-
tos constitutivos de las relaciones contractuales en-
tre consumidores y las Sociedades Administradoras 
de Planes de Autofinanciamiento Comercial, y no bajo 
la óptica de la garantía legal. Lo anterior atiende a que 
el mismo Estatuto de Protección al Consumidor dedica 
un capítulo a la regulación de los contratos de adhesión, 
además de los postulados tradicionales de la respon-
sabilidad civil contractual; así lo ha venido haciendo 
la Superintendencia Financiera de Colombia en sus 
fallos, cuya argumentación jurídica abarca cuestiones 
de tipo contractual referentes a la observancia del deber 
de información en todas las fases de la relación jurídica 
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entablada4. De lo contrario, se mantiene un trato des-
igual a los consumidores, por parte de las entidades 
administrativas a las que por mandato constitucional 
y desarrollo legal se le dotó de la facultad inestimable 
de administrar justicia.

4	  La jurisprudencia de la Superintendencia Financiera 
de Colombia se puede consultar en el siguiente 
enlace: https://www.superfinanciera.gov.co/
publicacion/10084853. Algunos ejemplos: fallo 
del 7 de febrero de 2019 dentro del radicado 2017-1755, 
proceso 2017105964; fallo del 22 de febrero de 2019 
dentro del radicado 2018-1645, proceso 2018098060; 
fallo del 9 de abril de 2015 dentro del radicado 20140725, 
proceso 2014064137; fallo del 3 de noviembre de 2016 
dentro del radicado 2014-0858, proceso 2014066629 
en el que se ordena al pago de indemnización 
con ocasión de perjuicios de extramatrimoniales.

https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/10084853
https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/10084853
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Los sistemas de seguridad 
social en la era de la 
Revolución 4.0

Liliana Andrea Vargas Espitia
Angélica María Parra Báez
 

¿Qué sería de la vida, si no tuviéramos el valor 
de intentar algo nuevo?

Vincent Van Gogh

Cuestiones generales
En la actualidad, la tecnología es determinante para 
el proceso sociocultural del que participan el indivi-
duo y la colectividad. Esto se debe a que la Revolución 
4.0 y las relaciones de producción descentralizadas 
reducen las relaciones laborales entre individuos 
y le adicionan la aplicación e innovación tecnológica; 
existe una tendencia a eliminar el trabajo humano 
y remplazarlo por máquinas. Así, se rompe con los 
lineamientos de las típicas relaciones laborales (sala-
rio, limitación de las jornadas laborales, cotizaciones 
al Sistema de Seguridad Social Integral [sssi], etc.).

La cuarta revolución o Revolución 4.0, a diferencia 
de las anteriores, presenta una alta sofisticación tecno-
lógica que lleva a la modificación y optimización 
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de procesos al interior de las industrias y otros sectores, 
como el de servicios. Estos, de tal forma, se vuelven 
innovadores, competitivos y, sobre todo, más veloces. 

La inclusión de robots, información digital, inte-
ligencia artificial (ia), entre otros mecanismos, está 
transformando los procesos productivos actuales 
en nuevos modelos empresariales y nuevas formas 
de cumplimiento de tareas, en la mayoría de los casos, 
reemplazando al trabajador y en otros deslocalizán-
dolo o externalizándolo, debido a la utilización de la 
tecnología. Esto implica redefinir el trabajo humano, 
debido a que muchas personas quedarían sin empleo; 
por ende, el sistema de seguridad social puede verse 
en declive, ya que descenderían sus ingresos y, por lo 
tanto, su sostenibilidad.

Así, la Revolución 4.0 corresponde a un momento 
temporal en el cual todos los procesos son realizados 
de manera acelerada, con apoyo de medios tecnológicos 
y de procesos tecnificados que implican una necesaria 
adaptación a nuevas formas globalizadas de ser y de 
hacer. En consecuencia, es inminente un cambio en el 
mercado laboral y, por supuesto, en la forma “humana” 
de prestación de servicios, toda vez que habrá sectores 
en los cuales se pueda conjugar la robotización de los 
procesos con el capital humano, pero también habrá 
muchos en los que la mano de obra será reemplazada 
totalmente por robots.

Por tanto, en la economía laboral, la Revolución 
4.0 es una problemática latente e igualmente impor-
tante que, por ejemplo, el envejecimiento y la ausencia 



63

Los sistemas de seguridad social en la era de la Revolución 4.0

o reducción de personas en etapa productiva que puedan 
ingresar a los puestos de trabajo para aportar a la soste-
nibilidad del sistema de seguridad social.

Un ejemplo de la interrelación entre estas proble-
máticas se observa en el caso de Japón, donde, debido 
al envejecimiento acelerado de su población, se está 
desarrollando una industria robótica para el cuidado 
de personas mayores: máquinas que podrán levantar 
a una persona, acostarla, hacerle masajes, alimentarla 
y ponerla en contacto con el médico sin salir de casa 
(ccoo Industria, Secretaría de Estrategias Industriales, 
2017). Esta estrategia implicará la reducción de empleo 
de enfermeras, empleadas de servicios domésticos, fisio-
terapeutas, entre otros y, por consiguiente, la reducción 
de cotizantes al sistema de seguridad social.

Con respecto a la desaparición del empleo, tal como 
lo revela el informe del World Economic Forum, “serán 
destruidos a consecuencia de la revolución robótica 
aproximadamente 7,1 millones de puestos de trabajo 
en los 15 países más industrializados del mundo entre 
2015 y 2020 frente a los 2 millones de empleos que se 
crearán” (World Economic Forum, 2016).

Son muchas las posiciones que se han adoptado 
respecto de la transformación económica, social 
y laboral que suponen los avances tecnológicos y la 
puesta en marcha de la actual revolución. Sin embargo, 
es una realidad que desdibuja las definiciones originales 
de empleador-trabajador, sitio de trabajo, subordina-
ción, riesgos laborales, aportes a la seguridad social, 
entre otras. 
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Dicha transformación trae consecuencias positivas, 
pero también salarios inferiores o modestos, precari-
zación del empleo e incluso altas tasas de desempleo 
para aquellas personas que no logren adaptarse a las 
nuevas formas de ocupación o se mantengan en la 
mentalidad de la industria tradicional. Esto afectará 
la subsistencia económica de dicho grupo poblacional 
y generará un incremento en el índice de pobreza a nivel 
mundial y, en consecuencia, se reducirá el número 
de contribuyentes. Algunos cambios tecnológicos 
importantes para esta transformación son:

•	 Internet de las cosas y sistemas ciber físicos, 
entendidos como los dispositivos que integran 
capacidades de procesado, almacenamiento 
y comunicación, con el fin de controlar uno o 
varios procesos físicos.

•	 Impresión 3D.
•	 Big data o revolución de datos masivos.
•	 Inteligencia artificial (ai).
•	 Robótica colaborativa (Cobot), entendida como 

robots industriales que colabora al humano en el 
mismo espacio de trabajo.

•	 Realidad virtual y aumentada.
(Instituto Nacional de Seguridad, Salud y Bienestar 
en el Trabajo [inssbt], 2018)

De cara a lo anterior, existe una necesidad inmi-
nente de innovar e incluso reinventar el mercado 
laboral, debido al riesgo de destrucción de millones 
de empleos tradicionales. Esto implica formar en el 
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ser humano nuevas competencias genéricas y especí-
ficas que le permitan desarrollar diferentes profesiones 
u oficios, en conexión y colaboración con los procesos 
robotizados. Por tanto, se requiere de un cambio social 
que le permita al trabajador entender que es necesario 
cualificarse para no ser excluido de las necesidades 
del mercado laboral actual, asumiendo con realismo 
que algunos sectores económicos y grupos poblacionales 
se verán más afectados que otros. No obstante, mientras 
ello ocurre la tasa de desempleo puede aumentar y el 
número de trabajadores contributivos o con capacidad 
de pago puede disminuir, lo cual afectará notoriamente 
las finanzas de los sistemas de seguridad social y su 
efectiva cobertura. 

Ahora, si bien la Revolución 4.0 supone el uso 
de la tecnología al servicio del ser humano, no todos 
los sectores ni prestadores de servicios personales 
se podrán adaptar fácilmente a la transformación 
en las nuevas formas de realizar los procesos. Por ello, 
será necesario generar planes de transición a nivel 
social y empresarial con los cuales se comprenda 
que la tecnología es el medio y no el fin de los procesos  
productivos.

En otras palabras, la educación deberá adecuarse 
a esta transformación y, por lo tanto, algunos programas 
académicos se verán relegados por otros más compe-
titivos en un mundo globalizado. Es por esto que las 
personas con discapacidad, ancianos, personas con  
poca preparación académica o con imposibilidad 
económica de acceder a ella, con mínima actualización 
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y tecnificación, se verán marginados y tendrán mayores 
barreras de acceso a las nuevas formas de empleo. 

Y es que la globalización es fruto de una revolución 
en las telecomunicaciones que ha creado una audiencia 
global e innumerables redes de intercomunicación 
especializadas, desde las plataformas más sencillas 
pero masivas como las redes sociales, hasta grandes 
y entramados sistemas de comunicación que conectan 
a toda la humanidad (Giddens, 2000). Se trata de un 
fenómeno complejo, con grandes implicaciones econó-
micas que impactan a cada ser humano, a las personas 
que, como miembros de una comunidad, deben inelu-
diblemente vivir conectados con los demás, de manera 
local e internacional. Como consecuencia de lo ante-
rior, la transformación digital propia de la revolución 
actual acarrea: 

•	 Nuevas formas de empleo remunerado, en el límite 
entre trabajo por cuenta ajena y autónomos; 

•	 un cambio en la división global del trabajo (también 
vinculada a la realización de trabajos para los  
clientes-empleadores en otros países); 

•	 una oleada de segmentación en los mercados 
de trabajo; 

•	 y un considerable potencial de cambio en las condi-
ciones del trabajo remunerado (mayor autonomía 
en el tiempo de trabajo, una mayor selección en el 
lugar de trabajo, más oportunidades para la parti-
cipación, etc.). (Comisiones Obreras de Industria 
[ccoo Industria], 2017)
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Es evidente que la tecnología desaparece algunas 
profesiones u oficios, pero no la posibilidad de trabajar 
en condiciones dignas y justas. Entonces, se vuelve 
necesario reaprender a laborar orientando los esfuerzos 
a nuevas actividades o incluso a las mismas, pero con una 
manera diferente de ejecutarlas en colaboración con la 
tecnología y robotización.

Numerosas fuentes del ámbito privado y público 
predicen el desplazamiento masivo del trabajo, sugi-
riendo que entre el 30 % y 60 % de los trabajos están 
en riesgo de automatización o serán sustituidos 
por robots. Ello podría contribuir a la desaparición 
de la tercera parte del empleo mundial, a la vez que a un 

“ahuecamiento” de la clase media (ccoo Industria, 2017).
Por otra parte, el informe mundial de robótica de 2016 

(International Federation of Robotics [ifr], 2016) estima 
que la industria del automóvil es el mayor consumidor 
de robots industriales, con el 70 % de los robots insta-
lados; le sigue la industria electrónica, con el 18 %, y la 
metalurgia, con el 13 %. Con ello, queda claro cuál es el 
panorama de los empleos actuales y la incidencia que la 
Revolución 4.0 tiene en dicho aspecto.

Uno de los efectos visibles de la Revolución 4.0 es la 
amenaza a los empleos de los trabajadores, a las cotiza-
ciones al sistema de seguridad social y a los impuestos 
a recaudar por parte del Estado. Las nuevas tecnologías 
han conllevado, como demostraron las cifras citadas, 
la sustitución de puestos de trabajo y, por ende, a  
cambios de salarios, cotizaciones y contribuciones que  
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percibían tanto los trabajadores (dependientes o inde-
pendientes) como el sistema de seguridad social y el 
Estado a través de los distintos tributos.

No obstante, e independientemente de las cifras, 
en un Estado social de derecho, la evolución tecno-
lógica no debería estar por encima de la subsistencia, 
la salud, las pensiones y la vida digna. Por tal razón, 
existe una gran preocupación de las consecuencias 
que ello puede traer a los sistemas de seguridad social 
y al mercado laboral, más si se tiene en cuenta que los 
actuales métodos y estrategias industriales están siendo 
reemplazados por otros deslocalizados, más rápidos 
y eficientes, y, especialmente, más económicos frente 
a la mano de obra actual. 

Realidad de los sistemas de seguridad social 
En el anterior contexto, se generan interrogantes 
acerca del futuro del trabajo, por ejemplo, sobre 
la pérdida de puestos de trabajo o la viabilidad de los 
programas de protección social. Es lógico que exista 
una gran preocupación en torno a la sostenibilidad 
financiera, debido a las presiones ejercidas por los dife-
rentes cambios a nivel social, tecnológico y económico; 
a esto se suma el progresivo aumento de la esperanza 
de vida y la disminución de la tasa de natalidad. 

Por su parte, la Organización Internacional del  
Trabajo (oit) define la seguridad social como el conjunto 
de instituciones que tiene por objetivo la protección 
de las personas frente a las necesidades y contingen-
cias socialmente reconocidas como básicas, como 
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la educación, la salud, la seguridad, la vejez, la mater-
nidad, la discapacidad, el desempleo, entro otros 
(Administración Nacional de la Seguridad Social 
[anses], 2010). Es un derecho humano, materializado 
en un conjunto de políticas y programas diseñados 
para reducir y prevenir la pobreza y la vulnerabilidad 
en toda etapa de la vida humana (oit, 2017), desarrollado 
en normas internacionales expedidas por la oit. Entre 
ellas se encuentran las siguientes: 

•	 Convenio relativo a la seguridad social (núm. 102 de 
1952).

•	 Convenio relativo a la igualdad de trato (núm. 118 de 
1962).

•	 Convenio relativo a prestaciones de invalidez, 
vejez y sobrevivientes (núm. 128 de 1967).

•	 Convenio relativo a la asistencia médica y pres-
taciones económicas derivadas de la enfermedad 
(núm. 130 de 1969).

•	 Convenio relativo a accidentes de trabajo y enfer-
medades profesionales (núm. 121 de 1980).

•	 Convenio para el fomento del empleo y la protec-
ción contra el desempleo (núm. 168 de 1988).

•	 Convenio relativo a la protección a la maternidad 
(núm. 183 de 2000).

Aunque existen suficientes normas que regulan 
la materia, las cifras siguen siendo alarmantes, ya que 
solo el 29 % de la población mundial se encuentra 
protegido por un sistema de seguridad social en todas 
las prestaciones y el 71 % restante tiene cobertura parcial 
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o simplemente no tiene ninguna clase de cobertura. 
La irrisoria tasa de cobertura a nivel mundial está 
exponiendo a las personas a la pobreza y precariedad, 
generando graves desigualdades en la repartición 
de la riqueza. Necesariamente, esto repercute en el 
desarrollo económico y social de los Estados, al ser poca 
la efectividad de dicho derecho inherente al ser humano, 
cuyo acceso parece cada vez menor. Asimismo, como 
consecuencia del uso de la robótica y otras tecnologías, 
podría incrementar la tasa de desempleo en algunos 
sectores, lo cual hará más difícil el acceso al sistema, 
por falta de recursos. 

Cabe señalar que el ser humano intenta satisfacer 
sus necesidades básicas acudiendo en principio, a su 
propio esfuerzo, principalmente a través del “trabajo”, 
que le proporciona los recursos para satisfacerlas 
(Arenas, 2018). Al respecto, Lord Beveridge sostuvo: 

El Estado al establecer la protección social, no debe 
sofocar los estímulos, ni la iniciativa, ni la responsabi-
lidad. El nivel mínimo garantizado debe dejar margen 
a la acción voluntaria de cada individuo para que pueda 
conseguir más para sí mismo y para su familia. (Beveridge, 
1943, citado en Arenas, 2018)

A nuestro juicio, es indiscutible que el ser humano 
es quien debe procurar satisfacer sus necesidades 
básicas y las de su familia, ya que el Estado de bienestar 
no está obligado a procurar la subsistencia de la sociedad 
a través de la figura del absoluto subsidio. Sin embargo, 
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no se puede olvidar que es precisamente el surgimiento 
de dicho Estado de bienestar (y su proteccionismo) el que 
da lugar a hablar de los derechos humanos y de esta 
forma garantizar al ser humano la libertad, la igualdad, 
la favorabilidad, el acceso a la seguridad social, entre 
otros principios en favor de su dignidad.

Entonces, para entender la posibilidad que tienen 
las personas de satisfacer sus necesidades básicas me-
diante el trabajo humano, es necesario hacer referencia 
al concepto empleabilidad, el cual proviene de la palabra 
employability, asociada al empleo (Rentería, 2004, p. 8). 
Pero dicho término no existe en la lengua castellana, 
y por eso se entiende como la síntesis de employ, el cual 
se traduce como “empleo” y de hability como “habilidad” 
(Campos Ríos, 2003, p. 107).

La empleabilidad fue entendida originalmente como 
la habilidad para obtener un empleo, conservarse en el y, 
por consiguiente, evitar el desempleo. Posteriormente, 
fue entendida como la capacidad o aptitud de una 
persona de tener un empleo que satisficiera sus nece-
sidades profesionales, económicas, de promoción y de 
desarrollo a lo largo de su vida, lo cual implicaba, a su 
vez, contemplar otras modalidades de trabajo, entre 
otros aspectos (formación continua, diseño de un plan 
de carrera, etc.) (Martínez González, 2011). 

Para adquirir empleabilidad, se requiere de procesos 
de transición, que les permitan a las personas en edad 
laboral adaptarse a las transformaciones empresariales 
y productivas. Ello se materializa a través de cualifi-
cación en las actividades a desempeñar, con el fin de 
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procurar la garantía de sus derechos y una efectiva 
justicia social. 

Investigaciones en la materia, como la de Rentería 
(2006) y la de Álvarez, Bustos y Valencia (2004) coinciden 
en que se debe dar mayor importancia a los factores 
personales asociados a la empleabilidad (específica-
mente la iniciativa, la flexibilidad y la capacidad para 
relacionarse y adaptarse), más que a otros factores 
sociales y de contexto (raza, credo, cierre y creación 
de empresas, recortes salariales, reducción de cargos, 
oferta laboral, entre otros). Pero el interrogante es ¿cómo 
lograr ese objetivo cuando el desempleo, el subempleo, 
la informalidad, los cambios en las formas de presta-
ción del servicio, la Revolución 4.0, están precarizando 
el trabajo “humano”, la retribución que este tiene 
y aminorando el acceso a sistemas de seguridad social 
sostenibles financieramente?

Al respecto, el autor Róbinson Cárdenas Sierra, 
sostiene que: 

[…] el aspecto dinámico, acelerado, desacelerado 
y cambiante del trabajo siempre comienza con la nueva 
tecnología, le sigue una nueva economía con nueva 
demografía; después, una nueva modulación normativa 
que termina en crisis cediendo su paso a la filosofía, 
especialmente a esa filosofía del derecho que llamamos 
iusnaturalismo, que aunque vista con cierto desagrado 
por no muy pocos abogados y operadores jurídicos, es la 
que termina señalando, así al comienzo se trate de algo 
utópico, nuevos derroteros regulativos en armonía con la 
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sociedad y los valores que ella misma estima convenientes 
para su existencia. (Cárdenas, 2016, p. 65)

En la actualidad, la realidad nacional y transnacional 
muestra que las empresas deben organizarse y auto-
gestionarse de manera diferente para así ajustarse a las 
necesidades del mercado globalizado. Como resultado, 
se ha generado un cambio no solo en los métodos produc-
tivos, sino también en la forma de vincular el capital 
humano, lo que afecta directamente la empleabilidad 
de las personas, así como la cobertura y sostenibilidad 
del sistema de seguridad social.

En la actualidad, existen cada vez menos contratos 
de trabajo, luego, existen menos potenciales cotizantes 
y, por lo tanto, menos probabilidad de cubrir las contin-
gencias derivadas de la enfermedad, la vejez, la muerte 
y el desempleo. De ello se ha generado inseguridad 
no solo humana sino también económica. Esta es defi-
nida de la siguiente manera:

Es la seguridad en el ingreso, lo que le permite a una 
persona suplir sus necesidades básicas como alimen-
tación, vivienda, asistencia médica y educación de modo 
ininterrumpido, para lo cual debe contar con una fuente 
de ingresos adecuada y regular que le permita también 
suplir situaciones cotidianas y situaciones inesperadas 
o imprevistas. (oit, 2006)

La realidad, entonces, no resulta muy alentadora, dado 
que aproximadamente el 80 % de la población mundial 
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vive en inseguridad “social”, al no poder acceder a la 
seguridad social formal. Esta cifra podría agravarse si los 
Estados no adoptan políticas socioeconómicas efectivas 
que soporten el impacto de la nueva realidad tecno-
lógica y de la Revolución 4.0 la cual, adicionalmente, 
puede prestarse para el desconocimiento de derechos 
y garantías laborales.

Pues, como ya se mencionó, al reemplazarse el tra-
bajo humano por el de robots no solo se va a elevar 
la tasa de desempleo, sino que será menor el porcen-
taje de personas que cuenten con los ingresos que les 
permitan acceder a la seguridad social. Asimismo, 
quienes se encuentren protegidos por dicho sistema, 
también se verán afectados en el reconocimiento de sus 
derechos y cubrimiento de contingencias inesperadas, 
como efecto de la falta de recursos que hagan sostenible 
el sistema desde el punto de vista financiero.

Es así como se plantean diferentes alternativas frente 
a los sistemas tradicionales, con las cuales se busca 
garantizar la sostenibilidad de la seguridad social 
tanto a corto como a mediano y largo plazo. De acuerdo 
con Gómez Salado (2018), una fórmula apropiada podría 
ser exigir que los robots contribuyan mediante cotiza-
ciones a la seguridad social. Este planteamiento, surge 
a partir de los trabajos que vienen realizando los robots, 
puesto que la carga que han asumido en el mercado 
laboral conlleva un rompimiento de la relación con el 
derecho al trabajo y la seguridad social. Aunque suene 
surrealista, de acuerdo con el citado autor, el postulado 
resulta sumamente interesante, por dos razones: 
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De un lado, porque propone una vía razonable para resolver 
la situación crítica que atraviesan hoy por hoy los sistemas 
de seguridad social europeos. De otro, porque ofrece 
una considerable respuesta a la destrucción masiva 
de puestos de trabajo […]. Si los robots generan conflictos 
y problemas, parece sensato que también contribuyan 
a resolverlos. (Gómez Salado, 2018)

Con esto presente, se hace necesario determinar cómo 
se financian actualmente en términos generales los sis-
temas de seguridad social, para de esta forma revisar 
el impacto de los robots en los nuevos mercados pro-
ductivos y las consecuencias que de allí puedan surgir. 
Resulta más importante aun si se tiene en cuenta que los 
asalariados son una arista determinante de contribu-
ción económica y financiación. 

Financiación de los sistemas de seguridad 
social y el impacto de la cuarta revolución
El debate sobre si la tecnología va a acabar con el empleo 
o simplemente lo va a transformar es constante. Lo cierto 
es que necesariamente el proceso de adaptación a la 
nueva realidad económica va a favorecer a unos sectores, 
pero podrá perjudicar a otros, y en esa transición, 
los sistemas de seguridad social se verán afectados 
en sus finanzas. 

Para entender el impacto de la robotización de los 
empleos, se debe partir de la definición propuesta 
por la International Federation of Robotics (ifr, 2018), 
la cual, de acuerdo con el documento iso 8373:2012 
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de la Organización Internacional de Normalización, 
establece que un robot es “un manipulador multiusos, 
reprogramable y controlado automáticamente, progra-
mado en tres o más ejes, que pueden estar fijos o móviles 
para uso en aplicaciones de automatización industrial” 
(como se citó en Sánchez-Urán Azaña y Grau Ruiz, 
2018, p. 9). Es decir, los robots son capaces de recoger 
y procesar datos, así como planificar, tomar decisiones 
y cumplirlas mediante algoritmos que han sido previa-
mente vinculados a sus sistemas, pero están sujetos 
a una red de aprendizaje externa, como una conexión 
frecuente y segura a internet.

La robotización ha traído consigo un avance en las 
relaciones personales, sociales, culturales y laborales. 
Esto se debe a la revolución tecnológica, especialmente 
la implementación de la inteligencia artificial como 
una forma de automatizar las cadenas productivas, 
optimizar los procesos de producción y reducir costos. 
Esto ha implicado que se presente un incremento en el 
número de robots vinculados al mercado laboral y, a su 
vez, ha representado una reducción significativa en la 
utilización de mano de obra.

Como resultado, el nivel de desempleo se ve reflejado 
en el sostenimiento económico de los núcleos familiares, 
así como también de los sistemas de seguridad social. 
Por tal motivo, la presente revolución deja un cierto 
sinsabor y varios planteamientos frente al futuro de los 
jóvenes que empiezan su etapa productiva y el de los 
adultos mayores que finalizan esta misma etapa con la 
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esperanza de tener un nivel de vida cómodo de acuerdo 
con su plan de retiro o pensión.

Esta transformación tecnológica se ha dado como 
solución a los bajos niveles de producción acaecidos por la 
creciente demanda de productos y servicios. También 
es una respuesta a la renovación de los productos 
y a su producción en masa, pues esto permite la cons-
trucción de cadenas de abastecimiento más extensas, 
que logran atravesar fronteras y convierte los mercados 
locales en mercados globales. Al respecto, se sostiene 
que “la cuarta revolución industrial parece estar creando 
menos puestos de trabajo en nuevas industrias que en 
las revoluciones anteriores” (Schwab, 2016, p. 36), dado 
que se impulsa el manejo de algoritmos, la ubica-
ción de robots y otras formas de activos no humanos 
en puestos de trabajo de tareas discretas y bien definidas 
que no requieren de una mayor supervisión. 

La respuesta actual ante esta realidad puede eviden-
ciar el aspecto positivo de la robotización de algunos 
puestos fundamentales de trabajo, solo si esta auto-
matización mejora las condiciones de trabajo entre 
el productor y el cliente final al momento de adquirir 
los bienes y servicios ofrecidos abiertamente en el 
mercado. Se debe tener en cuenta que el Estado puede 
exigir a los empleadores un gravamen por el uso y 
mantenimiento de cada robot, con el fin de mantener 
la cohesión social y la sostenibilidad fiscal. 

Frente al ordenamiento jurídico, la robotización 
de los puestos de trabajo en las empresas genera ciertas 
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dudas referentes al concepto de trabajador, las formas 
de trabajo, de contratación y las condiciones de trabajo. 
Esto es, el concepto de trabajador que refiere a una 
persona humana no es el mismo que aplicaría para 
los robots, pues no sería posible hablar en términos 
de trabajador “humano” asalariado.

Con respecto a la forma de contratación, sobre 
los denominados robot workers, una de las cuestiones 
pendientes es si desde el derecho podrían ser consi-
derados “trabajadores”, ampliando jurídicamente 
el concepto de persona a lo que podríamos denominar 

“persona electrónica” (Sánchez-Urán Azaña y Grau Ruiz, 
2018). El problema radica en si debe otorgársele al robot 
una figura jurídica que cuente con condiciones de trabajo 
como las actuales para los trabajadores humanos.

Aunque la tecnología trae consigo mejoras en los 
sistemas de producción, reducción de costos, mante-
nimiento de altos estándares de calidad y aumento 
de productividad, también trae consecuencias negativas, 
como la eliminación de puestos de trabajo y, por ende, 
la reducción de la cantidad de personas que pueden 
cotizar al sistema de seguridad social. Los cambios 
son tan profundos que no se logra determinar si esto 
puede considerarse como una promesa de un futuro 
mejor y optimizado, o si es un potencial peligro para 
la supervivencia humana, pues esta revolución tecnoló-
gica trae preocupaciones inmediatas con respecto a su 
impacto en los diferentes campos culturales, sociales 
y económicos.
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Desde el punto de vista técnico, el sistema de salud, 
específicamente, se encuentra financiado a nivel mun-
dial a través de tres principales alternativas. Según 
la Organización Mundial de la Salud (oms, 2010), es-
tas son:

•	 El recaudo de ingresos: estos ingresos pueden 
provenir de las personas, sus familias, las orga-
nizaciones o empresas o contribuyentes externos. 
Dichos recursos pueden proceder de impuestos, 
cotizaciones o aportes obligatorios y voluntarios, 
pagos o cuotas de los usuarios, etc.

•	 La mancomunación: obedece a la suma y gestión 
de fondos financieros para que la asistencia sani-
taria sea pagada por un fondo común y no solo 
por quien se enferma.

•	 La compra: es el pago de los servicios de salud, 
a través de tres formas: 1. Entrega de presupuesto 
por parte de los gobiernos a los prestadores de los 
servicios, 2. Que el Estado o un fondo de seguros 
compre los servicios a nombre de una población 
y 3. Que las personas paguen directamente a un 
proveedor por los servicios. 

Dado que lo más importante en los sistemas de salud 
es proteger a las “personas”, cada país debe buscar dife-
rentes alternativas para llevar a cabo la financiación 
sanitaria. En ese sentido, ha de priorizarse principio 
de “universalidad” para lograr una mayor cobertura 
que le permita a la sociedad en general acceder a más 
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y mejor cantidad de servicios médicos sin incurrir 
en dificultades económicas. 

Según la oms (2010), la financiación sanitaria cuenta 
con tres puntos fundamentales: 1. Recaudar fondos 
suficientes, 2. Eliminar barreras de acceso por falta 
de dinero y reducir los riesgos que a nivel financiero 
produce la enfermedad, 3. Aprovechar mejor los recursos 
recaudados. Estos aspectos se podrán ver directamente 
influenciados por los cambios que implica la Revolución 
4.0 y que harán más difícil la cobertura universal de los 
servicios sanitarios.

Por consiguiente, si muchos puestos de trabajo desa-
parecen o si los trabajadores “humanos” se reemplazan 
por robots, el recaudo de los ingresos disminuirá. Bajo 
este panorama, el pago directo de los servicios sani-
tarios se incrementaría, impidiendo cubrir a quienes 
lo requieren a través de la solidaridad o “mancomuna-
ción”, mediante el fondo común.

Sumado a lo anterior, la última década se ha carac-
terizado a nivel mundial por una disminución en la 
tasa de natalidad. Este cambio trae consecuencias en la 
composición de la sociedad, inicialmente en términos 
económicos, puesto que, al disminuir la natalidad, 
la relación entre el número de jóvenes en etapa produc-
tiva para ingresar al mercado laboral y el número 
de adultos cerca a jubilarse se desequilibra, afectando 
la tasa de reposición en el mercado de trabajo. Como 
consecuencia, los Estados recaudarán menos impuestos, 
dado que las personas en edad laboral no son suficientes 
para lograr el sostenimiento de los sistemas de seguridad 
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social al cual pertenece la creciente población de la 
tercera edad, sistema compuesto por las obligaciones 
del Estado y de la sociedad.

En la actualidad, se puede observar que las familias 
están compuestas en promedio por uno o dos hijos 
máximo o, en su defecto, únicamente por la pareja. 
Esta significativa reducción de hijos al interior de las 
familias implica que la población de adultos mayores 
sea mayor que la de jóvenes aportantes al sistema. En ese 
sentido, el problema en el mercado laboral no solo es la 
automatización de las nuevas cadenas de producción, 
sino también la disminución de la mano de obra joven 
dada la baja natalidad presentada en los últimos años.

Como consecuencia de lo anterior, la cobertura 
universal, objetivo de los países miembros de la oms, 
estaría aun más lejos. Por lo tanto, se pasaría de la promo-
ción y protección a la salud al pago directo de servicios 
de aquellos que tienen los recursos para acceder a este 
y no de todos los ciudadanos; esto generaría una grave 
desigualdad en la cobertura.

En este sentido, la Revolución 4.0 trae consigo menor 
cobertura, falta de aplicación del principio de soli-
daridad, más pago directo, dificultades económicas 
para acceder a los servicios sanitarios, precarización 
de estos, entre otros efectos negativos. Por ello, será 
necesario que los países transformen sus fuentes 
de financiación, mediante políticas públicas como 
la creación de impuestos o contribuciones a los dueños 
de las máquinas y robots que actualmente están reem-
plazando al capital humano.
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Ahora bien, el pilar de los sistemas de seguridad 
social en general han sido las cotizaciones de los 
trabajadores, quienes, por un descuento en su salario 
en ayuda del empleador, financian las bases de los 
sistemas de salud, pensión, riesgos laborales, entre 
otros. Sin embargo, la utilización de la robótica, la inte-
ligencia artificial e incluso el big data1 ha resultado 
en una reducción considerable del empleo. Por ejemplo, 
en países como Austria, Alemania o España podrían 
desaparecer aproximadamente el 12 % de los puestos 
de trabajo como consecuencia de la revolución robótica, 
frente al 9 % de la media de los puestos de los países 
de la ocde (Gómez Salado, 2018).

De acuerdo con un estudio de la firma global PWC en 
2018, para mitades de la década del 2030-2040, cerca 
del 30 % de los trabajos podrían ser automatizables, 
es decir, desarrollados por inteligencia artificial y sin 
la intervención de un ser humano. Los más afectados 
a largo plazo serán los hombres, debido a la presencia 
de vehículos autónomos y otras máquinas que reem-
plazarán muchas tareas manuales en las que estos 
predominan laboralmente (PWC, 2018). Dichas reduc-
ciones impactarán de manera directa la financiación 
de aquellos sistemas de seguridad social en los que no 
hay una fuerte intervención estatal y dependen en gran 
parte de las contribuciones para continuar garantizando 
los derechos de sus miembros.

1	 Entendida como la revolución de los datos masivos 
(Mayer-Schönberger y Cukier, 2013).
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Para mitigar los efectos negativos que la robótica, 
la inteligencia artificial (ia), el big data y cualquier otra 
forma de tecnología, están generando en los sistemas 
de seguridad social, se requiere de grandes adaptaciones 
de las políticas públicas existentes. Estas deben estar 
orientadas a mejorar la eficiencia de los fondos exis-
tentes y a establecer alternativas para recaudar nuevos 
fondos no provenientes de relaciones obrero-patronales 
o personal asalariado.

Por otra parte, el panorama pensional presenta 
un impacto similar al de la salud, toda vez que la mayoría 
de los sistemas del mundo se encuentran basados 
en modalidades de: reparto, capitalización individual 
o mixto, cuyo pilar es el acto de “previsión” o el acto 
de “contribución”. Este se basa en exigir un aporte 
del interesado o de un tercero que aporte por él (Etala, 
2011) para tratar de suplir las necesidades o contingen-
cias que se le puedan presentar. Así, el acto de contribuir 
establece la obligación de los afiliados de cotizar a la 
entidad que administra el sistema, para que, a su vez, 
esta pueda disponer de los recursos necesarios para 
responder por las pensiones que se causen (Arenas, 2018); 
su columna vertebral son los ingresos que provienen 
de las personas asalariadas. 

Si se reemplazan trabajadores por máquinas o robots, 
necesariamente va a disminuir el número de contribu-
yentes a los sistemas pensionales y, por lo tanto, estos 
se harán inviables financieramente. Esta circuns-
tancia perjudicará directamente a los afiliados, quienes 
no podrán consolidar sus derechos pensionales, como 
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consecuencia de la falta de recursos y contingencias 
como la invalidez, vejez y muerte no podrán ser cubiertas. 

Adicionalmente, la transformación del mercado 
laboral y la eliminación de puestos de trabajo gene-
rarán un aumento en las prestaciones por desempleo 
y mayores dificultades al momento de financiar las fu-
turas pensiones de jubilación (Instituto Cuatrecasas 
de Estrategia Legal en rr. hh., 2018). Tal situación 
implica un compromiso del Estado para evitar que la 
tasa de pobreza aumente y que, como consecuencia, 
la calidad de vida de sus ciudadanos disminuya.

Los defensores de la Revolución 4.0 sostienen 
que el elemento cognoscitivo que esta busca imprimir 
en los procesos productivos los hará más eficaces 
y competitivos. No obstante, es evidente que permeará 
negativamente varias esferas de la sociedad, por lo 
que se requiere de un proceso de transición, incluso 
generacional que contribuya a mitigar sus desventajas.

Es por ello que, incluso, el Parlamento Europeo 
solicitó en 2017 a la Comisión de Empleo y Asuntos 
Sociales2 una evaluación del impacto de la robótica en el 
número y las características de los puestos de trabajo, 
así como en la calidad y en los perfiles de competencias 
de empleos existentes. Asimismo, se hizo un seguimiento 
del número de empleos que se generan y se afectan en el 

2	 Resolución del Parlamento Europeo, de 16 de febrero 
de 2017, con recomendaciones destinadas a la 
Comisión sobre normas de derecho civil sobre robótica 
(Resolución 2015/2103 inl).
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proceso de robotización y automatización y el impacto 
de este fenómeno en la pérdida de ingresos de los sistemas 
de seguridad social. Dicho informe resulta lógico, más si 
se tiene en cuenta que otro efecto que puede causar 
la actual revolución es la acentuación de la brecha 
entre pobres y ricos. Eso generará desigualdades entre 
empleos bajos con ingresos o salarios precarios respecto 
de empleos vip con remuneración significativa. 

Además, la anterior situación resulta negativa para 
los sistemas pensionales, dadas las formas de finan-
ciación y lo que puede requerirse en ahorro para cubrir 
las prestaciones económicas de un afiliado, con un 
ingreso base de cotización elevado o para cubrir subsi-
dios de desempleo de un número de personas superior 
al previsto en las estadísticas de cada Estado.

No existe una política pública que se ocupe de la 
dualidad máquina-trabajador, o mejor, entre el modelo 
económico y la seguridad social. Las razones anteriores 
permiten afirmar que la seguridad social se afectará 
directa e indirectamente por la Revolución 4.0. En otras 
palabras, “La financiación de la seguridad social deberá 
reconsiderarse en el contexto de esta transformación”, 
hasta pensar en quiénes deben contribuir a la finan-
ciación, si los mismos robots o, por el contrario, aquel 
que se enriquece por el uso de la tecnología (Torres, 2019).

Para hacer frente a esta situación, los Estados ten-
drán que ajustar los sistemas pensionales a la realidad 
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existente. Casos como el de Finlandia3, que decidió 
en el año 2015 implementar un plan piloto y reconocer 
a 2000 ciudadanos una renta básica universal, serán 
cada vez más frecuentes para evitar la pobreza, mien-
tras la población se cualifica para los nuevos empleos 
que la sociedad digital y robotizada exija. 

La renta básica universal (rbu) de acuerdo con las 
Memorias del Seminario Internacional Renta Básica 
y Distribución de la Riqueza (Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe [Cepal], 2016) consiste 
en que “toda persona disponga de una base material 
suficiente para garantizar una existencia social autó-
noma, un piso, sin tener que ser sometida a la voluntad 
impositiva de otros.” 

Con la figura de la rbu se pretende que toda persona 
cuente con un ingreso mínimo que garantice su derecho 
a la coexistencia social, es decir, que todo residente en un 
país, sea nacional o no, reciba del Estado un ingreso 
económico, independientemente de cuáles sean 
sus fuentes de renta y con quién conviva, su historia 
laboral o disponibilidad para emplearse. Esta renta 
es una prestación económica compuesta por cuatro 
criterios o principios que garanticen una existencia 
digna al beneficiario: incondicionalidad, universalidad, 
individualidad y suficiencia.

3	  Finlandia en enero de 2015 inició un plan piloto 
por un periodo de dos años para 2000 ciudadanos 
que percibirían 560 euros mensuales, como renta 
básica universal.
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Desde hace décadas, muchos pensadores han plan-
teado la idea de una rbu para que todas las personas 
reciban un ingreso regular, pero que este sea un derecho. 
Aun así, este planteamiento no ha tenido mayor rele-
vancia al interior de los Estados, pues estos la ven 
como una amenaza para la civilización, al fomentar 
entre los beneficiarios el deseo de no trabajar por el 
hecho de percibir un ingreso mensual otorgado por el 
Estado de bienestar.

En contraposición a la anterior teoría, se postula 
que la revolución tecnológica actual es la que desmotiva 
a las personas para la consecución de un trabajo estable 
que garantice un ingreso mensual en condiciones dignas. 
Es por esto que, desde la década de 1980, ha resurgido 
el planteamiento de la rbu como una posible solución 
al declive presentado en el sistema de seguridad social 
y a los avances tecnológicos, fruto de la globalización 
tecnológica mejor conocida como “Silicon Valley”.

Cabe agregar: “El término ‘básica’ provoca mucha 
confusión. Como mínimo significa una cantidad 
que capacitaría a alguien para sobrevivir in extremis 
en la sociedad en la que viva” (Standing, 2018). Pero 
ello, como refiere el autor, no quiere decir que garantice 
un ingreso económico total, pues tal como lo indica 
el término básico, solamente suple el mínimo ingreso 
necesario para vivir en condiciones dignas. 

El planteamiento de la rbu refleja las desigual-
dades existentes en la sociedad, dado que las políticas 
económicas, en su mayoría las neoliberales, han facili-
tado que se presente la revolución tecnológica incluso 
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en lugares abandonados por los Estados. Esto se reduce 
a cambios drásticos en la cultura del lugar impactado 
y a las cadenas de producción de estos sectores.

Y es que, como ya se ha mencionado, la automatiza-
ción de las empresas ha generado una precarización 
laboral al reemplazar la mano de obra y la prestación 
del servicio de las personas “humanas” por máquinas; 
aunque estas optimizan la producción de las empresas, 
hacen colapsar la relación entre capital y trabajo, pues 
el segundo va desapareciendo. Esto, a su vez, genera 
pérdidas a nivel personal, familiar y, en general, en el 
sistema de seguridad social, al verse reducido el ingreso 
de capital por falta de aportantes reales al sistema.

Los defensores de esta propuesta aducen que existen 
razones socioeconómicas a favor de la implementación 
de la rbu, por cuanto se requiere garantizar un ingreso 
mínimo para todos los ciudadanos, lo cual se difi-
culta particularmente en países subdesarrollados. 
Se requiere, entonces, individualizar esta renta para 
reducir la creciente inestabilidad de las relaciones 
laborales, la cual perjudica las garantías mínimas 
vitales a aquellas personas que se encuentran en etapa 
productiva y que no han accedido al mercado laboral 
por la precarización laboral originada en la automatiza-
ción o robotización de estas cadenas productivas. Estas 
reducen la utilización de mano de obra humana, convir-
tiendo estos altos niveles de desempleo en problemas 
sociales, económicos y culturales que impactan de forma 
directa el capital que debe ingresar al sistema de segu-
ridad social.
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En la actualidad, existen diferentes programas 
(según el país y forma de Estado) de protección social, 
que no garantizan la erradicación de la pobreza. Por ello, 
es necesario hacer un reajuste o redistribución de los 
aportes del sistema e, inclusive, generar un reajuste 
al mismo sistema en busca de una solución a las condi-
ciones actuales de dichos programas de protección social.

La renta básica (rb) “sería, por definición, del 100 % 
de la población objeto (ya fueran ciudadanos o resi-
dentes legales); la filosofía universalista de la propuesta 
evitaría cualquier exclusión del programa [...]”. En este 
sentido, aunque seguiría existiendo la excesiva inmi-
gración ilegal, como en la actualidad ocurre aún con 
las políticas sociales vigentes, “[…] si la cuantía de la 
rb se fija por encima del umbral de la pobreza, esta 
quedaría erradicada, al menos desde el punto de vista 
monetario” (Noguera, 2010).

Es por lo anterior que la renta básica podría ser una 
solución al declive en el sistema de seguridad so-
cial —intensificado por la Revolución 4.0—, ya que 
se otorgaría de manera automática a los ciudadanos 
como un derecho fundamental, sin que ello suponga 
una condición específica de edad, historia laboral o si 
se encuentra o no en la etapa productiva para acceder 
a un puesto de trabajo. En otras palabras, “se elimina 
la posibilidad de que alguien pueda tener similar nivel 
de renta trabajando remuneradamente que sin hacerlo 
(en la línea del making work pay que algunos reforma-
dores actuales del sistema de protección social dicen 
promover)” (Noguera, 2010).
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Esta renta básica universal (rbu) estaría integrada 
con el sistema fiscal, para que la distribución de dicho 
capital se otorgue de manera transparente e incondicio-
nal. Con ello, se lograría que la renta percibida por to-
dos y cada uno de los ciudadanos sea igual o al menos 
similar, para que disminuyan de forma proporcional 
los problemas financieros del sistema de seguridad 
social propiciados por la precariedad laboral.

La rbu permitiría una evolución en la tasa de pobreza 
y garantizaría a las familias un estilo de vida decente 
en la sociedad, independientemente de si estas cuentan 
con una vinculación laboral vigente o futura, sin que ello 
implique eliminar la inserción laboral como principal 
fuente de ingresos. Lo que se busca con la renta mensual 
es que las personas de escasos recursos se sientan 
en igualdad de condiciones y tengan un reconocimiento 
social, pues contarían con protección social y una 
seguridad económica dada por el Estado de bienestar 
de carácter paternalista. 

En otras palabras, la rbu iría de la mano con los 
actuales cambios en el mercado laboral, con lo cual 
la pérdida del trabajo o su difícil consecución no afec-
tarían las garantías mínimas vitales de las personas 
y no las dejarían en un estado de debilidad manifiesta. 
En efecto,

no es descabellado afirmar que un programa de RB inte-
ligentemente diseñado y gestionado resolvería con cierta 
facilidad algunos de los principales problemas del actual 
sistema de protección social, a la vez que aumentaría 
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la igualdad en la distribución de la renta, y la libertad 
y autonomía efectivas de la ciudadanía. (Noguera, 2010) 

De tal modo, se deberá adoptar, a corto y a mediano plazo, 
políticas que permitan a los Estados reducir el impacto 
negativo que puede presentar la cuarta revolución en los 
sistemas de seguridad social. Para ello, deberán crear 
estrategias para recaudar recursos no provenientes 
del trabajo humano y otras con el fin de optimizar 
los recursos existentes, siendo una posibilidad más, 
aunque no la única, la renta básica universal (rbu).

Conclusiones
La Revolución 4.0 es una realidad del mundo globalizado 
y, por lo tanto, permeará a varias esferas de la sociedad. 
Entre ellas, se encuentran la economía, los mercados 
laborales y los sistemas de seguridad social.

La robotización, necesariamente, desplazará 
en algunos sectores económicos al trabajo humano, 
lo que hace necesario crear en el “trabajador” del mundo 
actual nuevas competencias, que le permitan adaptarse 
a las formas de empleo robotizadas y tecnificadas. 
En ese sentido, la educación debe ser rediseñada con el 
fin de que las generaciones modernas aprendan oficios 
requeridos en las industrias, que no sean totalmente 
desplazadas por las máquinas, o que, por el contrario, 
puedan trabajar en equipo con estas.

Como consecuencia de la transformación en la 
prestación de los servicios humanos, se modifican 
las definiciones clásicas de empleador-trabajador, 



La tutela de la parte débil en las relaciones jurídicas

92

subordinación, sitio de trabajo, entre otras. El resul-
tado es una disminución en el número de aportantes 
a los sistemas de seguridad social. Esto se debe a que, 
al aumentarse la tasa de desempleo y disminuir 
el número de aportantes, los sistemas de seguridad 
social se verán afectados en su sostenibilidad financiera. 
Por ello, se deben formular políticas públicas que sean 
novedosas en las formas de conseguir los recursos y, 
por ende, puedan cumplir con el objetivo de la cober-
tura universal.

En este panorama, la implementación de la renta 
básica universal (rbu) es una posibilidad para mitigar 
el efecto económico en los sistemas de seguridad social. 
Pero esta estrategia exigiría de los Estados una inmensa 
reforma y cambio de mentalidad frente a las políticas 
sociales actuales, aun más si se tiene en cuenta que no 
todos los Estados cuentan con la solidez financiera 
que les permita optar con dicha renta a favor de sus 
habitantes.

No obstante, la implementación de la rbu podría 
conllevar que las personas se conformen con un ingreso 
mínimo sin mayor esfuerzo para conseguirlo. Contrario 
sensu, podría decirse que la renta mensual que las 
personas adquirirían para su subsistencia es mínima; 
por lo tanto, tendrían que hacer un esfuerzo mayor para 
conseguir mejores condiciones, lo que necesariamente 
podría mejorar la sostenibilidad de los sistemas. 

Ciertamente, la tecnología no puede afectar la dig-
nidad humana, ni desconocer derechos como la sa-
lud, las pensiones, la subsistencia. A causa de ello, 
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es obligación del Estado social de derecho adoptar 
las medidas pertinentes para favorecer en el trabajador 
convencional el reaprendizaje, para garantizar que este 
pueda lograr su subsistencia y la de sus familias por sus 
propios medios.

Si se procura el sostenimiento económico del ser 
humano, existe mayor posibilidad de que subsistan 
los sistemas generales de seguridad social. Asimismo, 
se puede lograr que las prestaciones asistenciales 
y económicas, así como el cubrimiento de contingen-
cias como la vejez, invalidez, la muerte y el desempleo 
puedan seguir siendo un derecho no solo inalienable sino 
además garantizable por los Estados en todo el mundo.
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Los cuidadores de personas 
en situación de discapacidad. 
¿Necesidad de una política 
pública?

Angélica María Parra Báez
Liliana Andrea Vargas Espitia

La cultura del bienestar nos anestesia 
y perdemos la calma si el mercado ofrece algo 

que todavía no hemos comprado, mientras todas 
esas vidas truncadas por falta de posibilidades 

nos parecen un mero espectáculo que de ninguna 
manera nos altera

Papa Francisco i

 

Cuestiones generales
El presente artículo se inscribe en el marco del proyecto 
de investigación titulado “La parte débil en las relaciones 
jurídicas contemporáneas: Un examen a partir de las 
relaciones jurídicas laborales, relaciones de consumo 
y el instituto de la responsabilidad civil respecto de las 
dificultades probatorias”. A partir de diversos estudios 
sobre la discapacidad y su papel en el ámbito nacional, 
surgió el interés de revisar una nueva problemática 
relacionada con la protección de los denominados 
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“cuidadores” de aquellas personas que por su situación 
de discapacidad presentan grados de dependencia.

Tal interés surge, por un lado, al observar los cons-
tantes requerimientos de las personas dependientes 
de conseguir personas que satisfagan sus necesidades 
de cuidado médico, personal y moral-emocional; por otro 
lado, nace de la negativa por parte del sistema de salud 
colombiano a suministrar este personal, pues, en la 
mayoría de los casos, se encuentra excluido del Plan 
de Beneficios. Por lo anterior, se implementó una meto-
dología de revisión doctrinaria-administrativa y legal 
para reconocer el tratamiento dado en Colombia 
al cuidado como un campo de actuación en política 
pública.

Bajo este enunciado, el presente escrito busca 
examinar temas de cuidado de personas con patolo-
gías que generen dependencia, lo que excluye —no 
por importancia sino por continuidad en el proyecto 
de investigación— a los grupos poblacionales depen-
dientes como la primera infancia y los adultos mayores. 
Por consiguiente, el objetivo fijado es describir el pano-
rama existente respecto a los cuidadores de “personas 
enfermas” a partir del Sistema de Protección Social 
(sps) que ha implementado el Estado colombiano hasta 
la actualidad, para analizar la importancia de contar 
con una política pública que atienda esta necesidad 
de cuidado.

Para cumplir con este objetivo se consideró oportuno 
realizar una revisión conceptual de la dependencia, 
el cuidado, la discapacidad, la política pública y, 
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finalmente, el cuidador; este último es el eje central 
de este escrito. Posteriormente, se analiza la existencia 
de normas, instituciones y políticas que permitan cuidar 
no solo a las personas en situación de discapacidad sino 
también a los mismos cuidadores; como parte impor-
tante de esta red, estos deben también ser protegidos 
por el Estado, atendiendo sus problemáticas y regulando 
las situaciones que tienen que enfrentar.

Así las cosas, en el derecho al cuidado se involucra 
la familia, la sociedad y el Estado, quienes, de manera 
coordinada y con fundamento en el principio de corres-
ponsabilidad social, deben fijar lineamientos frente 
al cuidado y atender los derechos de los cuidadores 
pues, aunque se observa un avance en la formulación 
de políticas públicas para las personas en situación 
de discapacidad, debe revisarse qué sucede con los 
cuidadores. Estos, históricamente, han sido olvidados 
en este panorama regulador del modelo social de la disca-
pacidad y sus vertientes, por lo que resulta imperioso 
reunir esfuerzos colectivos que permitan estructurar 
programas integrales para contribuir a la calidad 
de vida de los cuidadores (Buitrago Echeverri, Ortiz 
Rodríguez y Eslava Albarracín, 2010, p. 60). 

El cuidado frente a la discapacidad 
(dependencia)
Debido a distintas necesidades que el ser humano tiene 
a lo largo de la vida, el cuidado está presente, en mayor 
medida, en la infancia y en la vejez. Sin embargo, even-
tualmente, puede surgir en otra etapa y por distintas 
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circunstancias, requiriendo en algún momento de los 
cuidados de otro por la dependencia generada por una 
enfermedad. Así, una buena aproximación conceptual 
del “cuidado”, es la responsabilidad obligada de cualquier 
persona hacia el otro que es vulnerable y sufre, más allá 
de convencionalismos y reglas de conducta moral en un 
contexto sociocultural determinado; es decir, cuidar 
es promover el crecimiento facilitando el bienestar, 
la dignidad, el respeto y la preservación y extensión 
de todas las potencialidades humanas (Gilligan, 2013, 
como se citó en Diestre, 2013, p. 104).

También, para Aguirre (2005), el cuidado se refiere 
al conjunto de actividades y relaciones, ya sean remu-
neradas o no remuneradas, destinadas al bienestar 
físico y emocional de las personas. Esta autora concibe 
el cuidado bajo la forma de apoyo multidimensional: 
material, económico, moral y emocional a las personas 
dependientes, pero también a toda persona en tanto 
sujeto en situación de riesgo de pérdida de autonomía. 
Tal noción implica no solo aspectos materiales (activi-
dades de producción de bienes y servicios y el tiempo 
para realizarlas) sino también aspectos morales 
(responsabilidad, socialización basada en lo justo 
y lo adecuado) y afectivos (la preocupación por el 
otro, el amor, las tensiones y los conflictos) (Aguirre, 
2005, p. 11).

Dichos cuidados se deben proporcionar a las personas 
que presentan alguna dependencia “desde un punto 
de vista universal, es decir: al igual que todas las personas 
pueden tener alguna limitación para realizar alguna 
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actividad determinada, todas las personas, en mayor 
o menor medida, son en ciertas situaciones depen-
dientes” (Quejereta González, 2004, p. 18). En ocasiones, 
esa dependencia lleva a “la restricción del ejercicio de la 
autonomía por una limitación física o mental, que en 
la práctica reduce las posibilidades de tomar decisiones 
y de realizar acciones libremente” (Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe [Cepal], 2012, p. 32).

De esta forma, la dependencia no es exclusiva de las 
personas en situación de discapacidad, sino que es 
inherente a los seres humanos, quienes necesitamos 
unos de otros para alcanzar desarrollos. Pero de acuerdo 
con el objeto de estudio, se observa que las necesidades 
de las personas que presentan discapacidad, entre ellas 
las necesidades de cuidado, han venido evolucionando 
en los últimos años. Esto se debe, precisamente, a la 
evolución del concepto de discapacidad: pese a conce-
birla desde un modelo social o biosocial1 (en el que 
lo importante es descubrir las diversidades funcionales 
de cada paciente para buscar su autonomía y disminuir 
los índices de necesidad del cuidador), lo cierto es que 
existen patologías que, en definitiva, sí requieren 

1	 Se presenta un concepto de discapacidad basado 
en la concepción de la dignidad humana y los 
derechos humanos, en la que las limitaciones son de 
la propia sociedad y no de quien está en la situación 
de discapacidad; es decir, el problema es de la sociedad, 
no del individuo que la padece (Parra, Vargas 
y Woolcott, 2018).
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del soporte o por lo menos de la supervisión de un 
tercero, en aras de proteger al dependiente.

Para el caso de la dependencia, existen distintos 
grados en el requerimiento de ayuda o acompañamiento 
relacionados especialmente con actividades diarias, 
que varían según la necesidad del paciente de acuerdo 
con su padecimiento, lo que, a su vez, genera diversos 
niveles de cuidado. En este punto, toma importancia 
el valor cambiante del concepto de discapacidad, 
que “evoluciona y que resulta de la interacción entre 
las personas con deficiencias y las barreras debidas a la 
actitud y al entorno que evitan su participación plena 
y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones 
con las demás” (Naciones Unidas, Asamblea General, 
2006).

Precisamente, de acuerdo con el documento conten-
tivo de la Política pública nacional de discapacidad e 
inclusión social 2013-2022, expedido en el año 2014 por el 
Ministerio de Salud y Protección Social, la discapacidad 

“ha trascendido las concepciones espiritualistas y biolo-
gicistas, para ser entendida como un fenómeno global 
que es determinado por distintos factores relacionados 
con el individuo y con su contexto y que configuran 
la vivencia de discapacidad de cada persona”. Este 
documento, igualmente, trae a colación la Clasificación 
internacional del funcionamiento, de la discapacidad y de 
la salud aprobada por la Organización Mundial de la 
Salud (oms), que definió la discapacidad como: “un 
término genérico que incluye: deficiencia o alteración 
en las funciones o estructuras corporales, limitación 
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o dificultades en la capacidad de realizar actividades 
y restricción en la participación de actividades que son 
vitales para el desarrollo de la persona” (oms, 2001, p. 82). 

Las anteriores definiciones reflejan que la discapa-
cidad trae consigo alteraciones y grados de fragilidad 
que en ocasiones generan una situación de dificultad, 
incluso en el desempeño de funciones básicas, con lo 
cual se miden menores o mayores grados de depen-
dencia. El médico tratante, entonces, es la persona 
competente para definir e quién es el llamado a suplir 
esta necesidad de cuidado para cada paciente (sean 
cuidadores, enfermeros o técnicos en salud).

Por lo tanto, las personas con discapacidad necesitan 
apoyo y asistencia para lograr una buena calidad de vida 
y participar en la vida económica y social en igualdad 
de oportunidades con las demás personas, según 
lo ha reconocido también el Informe mundial sobre 
discapacidad publicado por la oms (2011) y revisado 
por la Cepal (2012). Además, allí se estableció que el 
cuidado puede incluir:

i) 	 servicios de cuidado a domicilio para dar apoyo en las 
tareas domésticas;

ii) 	 atención de sa lud pr i ma r ia a dom ici l io pa ra 
responder a las necesidades médicas y de auto- 
cuidado;

iii) 	entrega de equipamiento y ayuda técnica, adapta-
ción de la vivienda y formación de capacidades para 
el cuidado;

iv) 	 atención obligatoria en centros abiertos de reha- 
bilitación;
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v) 	 oferta de cuidados en residencias adaptadas a las 
necesidades de las personas con discapacidad y 

vi) 	centros institucionales especializados. (Cepal, 
2012, p. 47)

Por otra parte, esta necesidad de proporcionar cuida- 
do ha llevado a que de manera injusta, histórica y geográfi- 
camente en nuestra región, la obligación le haya sido 
entregada a la mujer lo que se conoce como la “femi-
nización del cuidado”. Así, Pfau-Effinger y Geissler 
han indicado que el “escaso reconocimiento y valor 
sociales otorgados a esta actividad y su relegación a la 
esfera privada, pese a la expansión y profesionalización 
del sector de los servicios de cuidado en contextos 
más formales” (2005, como se citó en Flaquer, 2013, 
p. 77); lo anterior pone de manifiesto la necesidad 
de que las sociedades reconozcan el “derecho a cuidar”. 

Por ello, resulta necesario abrir las fronteras mentales 
para entender, como lo señala Gilligan (2013), que “el 
cuidado y la asistencia no son asuntos de mujeres; 
son intereses humanos” (p. 54) y en ese escenario todos 
estamos involucrados como comunidad. En esa misma 
línea, dada la preocupación generada por el desequi-
librio de género y la ausencia de reconocimiento de la 
propia actividad de cuidado, desde el punto de vista 
médico, psicológico y sociológico, se han realizado 
variados estudios que han llevado a concluir que en 
los regímenes de cuidado existen dos orientaciones 
principales: a) familista y b) desfamiliarizador.
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En el régimen familista típico, la responsabilidad principal 
del bienestar corresponde a las familias y a las mujeres 
en las redes de parentesco. […]) mientras en el régimen 
desfamiliarizador hay una derivación hacia las insti-
tuciones públicas y hacia el mercado. […] Los supuestos 
ideológicos del régimen familista son la centralidad de la 
institución del matrimonio legal y una rígida división 
sexual del trabajo. Se admiten intervenciones públicas 
y dirigidas a las familias con carácter subsidiario. En cambio, 
los supuestos ideológicos del régimen desfamiliarizador 
es el cuestionamiento de la separación privado-público 
lo cual conduce al planteo de políticas activas. La base de la 
admisión de beneficios en el primer caso es la necesidad 
[…]. En el segundo la base de admisión de derechos es la 
ciudadanía […]. (Sarraceno, 1995; Sainsbury, 2000, como 
se citó en Aguirre, 2005, p. 297)

Bajo esta perspectiva, entonces, la responsabilidad 
de cuidado puede radicar en la familia o en institu-
ciones de carácter público y privado. En Colombia, 
se ha reconocido al individuo, a través de las redes 
del subsistema de salud y de apoyo social al enfermo, 
pero se desconoce a los miembros de su familia, quienes, 
como se verá, son los primeros llamados a prestar 
el servicio de cuidado.

Así, se observa desde la esfera de lo público que, 
de manera incipiente, mediante la Circular 022 de 2017 
emitida por el Ministerio de Salud y Protección Social, 
se ha regulado la prestación de servicios especiales 
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de cuidado (diferente al servicio de cuidador). Para 
ello, de acuerdo con la Resolución 5857 de 2018, se han 
implementado algunos tipos de programas de cuidado 
que deben ser cubiertos por el Plan de Beneficios, como 
la atención domiciliaria2 y la atención paliativa3, además 
de la enfermería; tales servicios solo proceden siempre 
y cuando medie prescripción del médico tratante. 
Respecto de la enfermería, de acuerdo con el desarrollo  
administrativo de las empresas promotoras de salud 

2	 Artículo 26. Atención domiciliaria. La atención 
en la modalidad domiciliaria como alternativa a la 
atención hospitalaria institucional está financiada 
con recursos de la upc en los casos que considere 
pertinente el profesional tratante, bajo las normas 
de calidad vigentes. Esta financiación está dada solo 
para el ámbito de la salud. Parágrafo. En sustitución 
de la hospitalización institucional, conforme 
con la recomendación médica, las eps o las entidades 
que hagan sus veces, serán responsables de garantizar 
que las condiciones en el domicilio para esta modalidad 
de atención sean las adecuadas según lo dispuesto 
en las normas vigentes (Resolución 5857, 2018, art. 26).

3	 Artículo 65. Atención paliativa. El Plan 
de Beneficios en Salud con cargo a la upc financia 
los cuidados paliativos en la modalidad ambulatoria, 
con internación o atención domiciliaria del enfermo 
en fase terminal y de pacientes con enfermedad 
crónica, degenerativa e irreversible de alto impacto 
en la calidad de vida, de conformidad con lo establecido 
en la Ley 1733 de 2014, con las tecnologías en salud 
financiadas con la upc, según criterio del profesional 
tratante, salvo lo dispuesto en el parágrafo 
4 del artículo 25 del presente acto administrativo 
(Resolución 5857, 2018, art. 65).
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(eps)4, se ha establecido que dicho servicio será prestado 
por el subsistema de salud cumpliendo con crite-
rios como:

•	 Paciente con traqueotomía y con alto riesgo venti-
latorio.

•	 Paciente con dispositivos avanzados de la vía aérea, 
tubos en T, tubos orotraqueales, cánulas laríngeas.

•	 Bajo soporte con ventilación mecánica invasiva.
•	 Epilepsia de difícil manejo.
•	 Aplicación de medicamentos endovenosos.
•	 Catéter venoso central a través del cual se esté 

realizando infusión de líquidos o medicamentos 
endovenosos.

•	 Con requerimiento de registro y cálculo de balance 
de liquidación.

•	 Nutricional parenteral.

Es decir, en Colombia existe, de manera restrictiva, 
el cuidado como parte del sistema de salud a través 
de los servicios cubiertos por el mencionado Plan 
de Beneficios; sin embargo, el cuidador se encuentra 
eximido de cobertura por parte del mismo sistema.

Los cuidadores de personas en 
situación de discapacidad

4	 Respuesta dada por la eps Sanitas ante la solicitud 
de un enfermero para una persona que padece 
esclerosis lateral amiotrófica.
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En el mundo, la demanda del cuidado —no solo con una 
connotación asistencial, sino con un ingrediente 
de ayuda y soporte emocional— ha ido en aumento 
y la oferta de cuidadores ha venido disminuyendo 
drásticamente; es claro, que 

no todas las personas están en la capacidad de desarrollar 
o demostrar su potencial de cuidado con una persona 
en situación de enfermedad, o bien porque no tienen 
el interés en hacerlo. En otros casos, la expresión de habi-
lidad no depende de capacidades sino de factores de moti-
vación internos o externos para el desarrollo de la misma. 
(Grupo D. C., 2010, pp. 373-385, como se citó en Díaz, D. 
y Gómez, O. 2018, p. 5) 

Por tanto, resulta importante identificar en la sociedad 
quiénes se harán cargo del cuidado, en aras de aten-
derles y permitirles desarrollar distintas habilidades 
de cuidado con las que puedan alcanzar mejores 
y mayores niveles de bienestar, no solo para el paciente 
sino también, precisamente, para los mismos cuidadores.

En esa línea, los cuidadores han sido clasificados 
en remunerados o no, suministrados por el Estado, 
por entidades privadas o por la propia familia, primarios 
o secundarios y, en general, en formales e informales 
(Ministerio de Salud y Protección Social, 2016, pp. 15-16). 
Esta clasificación se detalla a continuación.

Cuidadores formales
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Son entendidos como aquellos que tienen una capa-
citación en cualquier área de la salud y que, por regla 
general, son remunerados, ya que tienen vinculación 
laboral legal con una persona natural o una institución 
y tienen formación para el cuidado. En este grupo 
ubicamos a las/os enfermeras/os y técnicos/as en salud.

Cuidadores informales
Son conocidos por su carencia en conocimientos técnicos 
médicos, pero cuya finalidad es la asistencia y protección 
social (Resolución 5857, 2018). Pueden o no tener vínculo 
familiar con la persona sujeto de cuidado, no tienen 
una formación para el cuidado, por lo que es una labor 
remunerada en unos casos y en otros no.

Cuidadores primarios familiares
Se trata de aquellos que guardan relación directa 
con el paciente, sea por parentesco, amistad o vecindad. 
Brindan cuidado de forma permanente o transitoria, 
con o sin conocimientos médicos, pueden llegar a tomar 
decisiones por el paciente y, tal como lo señaló la Ley 
1251 de 2008, se les relaciona con el acompañamiento 
y apoyo en las actividades de la vida diaria5.

5	  “Las actividades de la vida diaria 
son aquellas actividades que realizamos diariamente 
o prácticamente a diario y que nos permiten 
el disfrute de una vida en condiciones de dignidad 
suficiente. // Incluyen la satisfacción de nuestras 
necesidades más básicas como la comida, el aseo 
y la comunicación con los demás y todo aquello 
que conforma el desenvolvimiento en el contexto que la 
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Cuidadores secundarios
Esta categoría hace referencia a cuidadores que no 
tienen una relación directa con el paciente, pueden 
o no tener conocimientos en áreas de salud.

Según esta clasificación de cuidadores, en Colombia 
se ha establecido que los cuidadores formales que deben 
ser suministrados por el sistema de salud están reser-
vados a pacientes cuyas prescripciones médicas así lo 
señalen y que, como se reseñó en párrafos anteriores, 
tienen necesidades médico-técnicas que no pueden 
ser suplidas por un acompañante asistente. Por su 
parte, aquellos que no se encuentran en las situaciones 
médicas descritas deberán contar con un cuidador 
que debe ser suministrado por la familia, quien es el 
cuidador primario y, en la mayoría de casos, informal.

De tal modo, a partir de diferentes jurisprudencias 
de la Corte Constitucional, los entes administrati- 
vos del Sistema de Protección Social, el cual incluye 

persona habita’. Dentro de las actividades básicas 
de la vida diaria encontramos las siguientes: ‘vestirse, 
asearse, comer, uso del wc y control de esfínteres, 
desplazarse dentro del domicilio’. Y al interior de las 
actividades instrumentales las que a continuación 
se enuncian: ‘tomar la medicina, hablar por teléfono, 
desplazarse fuera del hogar y en medios de transporte, 
subir escalones, realizar actividades domésticas 
(limpiar, recoger, etc.), administrar el propio dinero, 
visitar al médico, realizar gestiones, comprar bienes 
necesarios y relacionarse con otras personas’” 
(Gobierno de España, Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad y Cruz Roja Española., como se citó 
en Corte Constitucional, T-096 de 2014, p. 31).
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al sistema de salud, han concluido que la familia 
debe convertirse en cuidador o contratar servicios 
de cuidadores privados de conformidad con los artículos 
42 y 95 de la Constitución Política. Allí se consagran 
las obligaciones recíprocas que deben cumplir los miem-
bros dentro de una familia en atención al principio 
de solidaridad social. Así las cosas, por su necesidad, 
el servicio de cuidador no es catalogado como un servicio 
médico, sino que se encuentra inmerso en el deber 
u obligación de protección y socorro recíproco de los 
miembros de una familia. Dada la cercanía con el 
paciente, le es posible a la persona cuidadora alcanzar 
mayores niveles de confianza; así lo estudió la Corte 
Constitucional en sentencia T-096 de 2016 emitida 
por la Corte Constitucional:

El servicio de cuidador está expresamente excluido del  
P. O. S., conforme la Resolución 5521 de 2013 […]. Dado 
principalmente su carácter asistencial y no directa-
mente relacionado con la garantía de la salud, la Corte 
ha dicho que en términos generales el cuidado y atención 
de las personas que no pueden valerse por sí mismas 
radica en cabeza de los parientes o familiares que viven 
con ella, en virtud del principio constitucional de solida-
ridad, que se hace mucho más fuerte tratándose de personas 
de especial protección y en circunstancias de debilidad. 
Así, compete en primer lugar a la familia solidarizarse 
y brindar la atención y cuidado que necesita el pariente 
en situación de indefensión. En virtud de sus estrechos 
lazos, la obligación moral descansa en primer lugar en el 
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núcleo familiar, especialmente de los miembros con quien 
aquel convive. Con todo, si estos no se encuentran tampoco, 
principalmente, en la capacidad física o económica de garan-
tizar ese soporte, el servicio de cuidador a domicilio, cuya 
prestación compromete la vida digna de quien lo necesita, 
debe ser proporcionado por el Estado. (Corte Constitucional, 
T-096 de 2016)

Pese a lo anterior, tomando en consideración que no 
siempre existe la posibilidad de que la familia supla 
la necesidad del cuidador, el Estado debe entrar a re-
emplazarla, de acuerdo con las bases sentadas en la 
Sentencia T-154 de 2014 al señalar:

Así pues, siempre que se presenten las circunstancias 
a continuación expuestas, una Entidad Prestadora de Salud 
(eps), en principio, no es la llamada a garantizar el servicio 
de cuidador permanente a una persona que se encuentre 
en condiciones de debilidad manifiesta: (i) que efectiva-
mente se tenga certeza médica de que el sujeto depen-
diente solamente requiere que una persona familiar 
o cercana se ocupe de brindarle de forma prioritaria 
y comprometida un apoyo físico y emocional en el desen-
volvimiento de sus actividades básicas cotidianas, (ii) 
que sea una carga soportable para los familiares próximos 
de aquella persona proporcionar tal cuidado, y (iii) que a 
la familia se le brinde un entrenamiento o una preparación 
previa que sirva de apoyo para el manejo de la persona 
dependiente, así como también un apoyo y seguimiento 
continuo a la labor que el cuidador realizará, con el fin de 
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verificar constantemente la calidad y aptitud del cuidado. 
Prestación esta que sí debe ser asumida por la eps a la que 
se encuentre afiliada la persona en situación de depen-
dencia. (Corte Constitucional, T-154 de 2014)

Tal subsidiariedad se predica por la necesidad y ausencia 
de cuidadores dentro del núcleo familiar, consagrando, 
además, mediante la Sentencia T-065 de 2018 de la Corte 
Constitucional, que se requiere una imposibilidad 
material, la cual se predica cuando:

el núcleo fa m i l ia r del paciente que requ iere el  
servicio: (i) no cuenta ni con la capacidad física de prestar 
las atenciones requeridas, ya sea por (a) falta de aptitud 
como producto de la edad o de una enfermedad, o (b) debe 
suplir otras obligaciones básicas para consigo mismo, 
como proveer los recursos económicos básicos de subsis-
tencia; (ii) resulta imposible brindar el entrenamiento 
o capacitación adecuado a los parientes encargados 
del paciente; y (iii) carece de los recursos económicos 
necesarios para asumir el costo de contratar la prestación 
de ese servicio. (Corte Constitucional, T-065 de 2018)

Estas revisiones también se deben valorar a la luz de 
los criterios señalados por la Sentencia T-023 de 2013, 
proferida por la Corte Constitucional. En ella se buscó 
determinar en qué casos se considera que las personas 
dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
(sgsss) sufren de especialísimas condiciones de vulne-
rabilidad física o mental y se encuentran en la línea 
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de protección de acceso al suministro de servicios 
que no tienen por finalidad mejorar la salud, como:

(i) que se trate de una persona que sufre una enfermedad 
grave, sea congénita, accidental o como consecuencia de su 
avanzada edad (deterioro); (ii) que dependen totalmente 
de un tercero para movilizarse, alimentarse y realizar 
sus necesidades fisiológicas, y (iii) que sean personas 
que no tienen la capacidad económica, ni su familia, para 
sufragar el costo del servicio requerido y solicitado a la 
eps. (Corte Constitucional, T-023 de 2013)

En este orden de ideas, de no darse las condiciones 
en las cuales la familia puede hacerse cargo del cuidado 
del paciente, corresponde al Estado proteger y asistir 
especialmente a los sujetos que por su condición física, 
económica o mental se encuentren en una situación 
de debilidad manifiesta. La regla general es el suministro 
del cuidador por parte de la familia y vía excepción 
el sistema de salud.

Así las cosas, con la regla general de cuidado primario 
o familiar e informal, es deber del Estado velar por su 
bienestar puesto que, de no brindarles una atención 
adecuada, definitivamente traen consigo problemá-
ticas mayores; es decir, el enfermo llamado a cuidar 
y la nueva enfermedad o necesidad de quien lo cuida. 
Así lo señaló Díaz Álvarez (2007): 

La enfermedad crónica genera cambios en la dinámica 
familiar e impacta a cada uno de sus miembros en forma 
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diferente. La persona con enfermedad crónica puede 
requerir de tiempo prolongado de hospitalización para 
asistencia especializada, lo cual puede producir inesta-
bilidad en la familia. Por lo general, uno de sus miembros 
desarrolla el cuidado directo y operativo, en tanto que los 
demás siguen siendo cuidadores indirectos. Sin embargo, 
todos ellos necesitan del apoyo del actual sistema de  
salud, porque de una u otra forma, están expuestos 
a procesos que afectan aspectos físicos, psicológicos y  
sociales. (p. 80)

Y es que a pesar de que existen programas de capa-
citación y apoyo para los cuidadores —tales como 
Cuidando a cuidadores, impulsado por la Universidad 
Nacional de Colombia—, estos han resultado insufi-
cientes. Lo anterior se debe a la creciente demanda 
de cuidadores primarios informales de pacientes 
con enfermedades que presentan dependencia; se veri-
fica que no existe desde el sistema de salud ni del 
Sistema de Protección Social una verdadera política 
dirigida al cuidado de cuidadores. Asimismo, aunque 
se brindan capacitaciones técnicas, estas no están diri-
gidas a desarrollar las habilidades de cuidado desde 
temas de conocimiento, valor y paciencia, situación que, 
como se ha resaltado, trae consigo nuevas problemáticas.

Dichos problemas reflejan el denominado síndrome 
del cuidador, como lo han señalado Gómez-Galindo, 
Peñas-Felizzola y Parra-Esquivel (2016), quienes resaltan 
que sobrecargar este servicio trae serias afectaciones 
sobre quien lo presta y su familia: 
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inseguridad económica para el grupo familiar, al trabajar 
menos integrantes o menos horas […]; afectaciones 
sobre la salud física y mental del cuidador, derivadas 
de las exigencias físicas y estrés por la amplia dedicación 
al cuidado de la persona con discapacidad, el impacto 
emocional de dicha condición, la sobrecarga en tareas 
domésticas y alteraciones del sueño […]. (p. 369)

Así, desde las facultades de enfermería y medicina, 
se han desplegado diversos estudios respecto de la carga 
del cuidador, asociados a su desgaste bajo patologías, 
como el síndrome de sobrecarga o síndrome de Burnout 
o del quemado. Los niveles de desgaste son medidos 
por medio de pruebas estandarizadas; en Colombia, 
se aplica el test de Zarit6, encargado precisamente 
de cuantificar el nivel de carga del cuidador. Según 
Hernández, Rodríguez, Rojas y Yacelli (2017), el cuidador 
es un individuo, y como tal debe velar por su bienestar 
y sus propias obligaciones, pero al dedicarse a atender 
al enfermo se hace vulnerable a descuidos en su vida, 
pues, aparte de los deberes y tareas propias, tiene 
que hacerse cargo de las necesidades de otro; así, suele 
verse obligado a dejar de lado conductas relacionadas 
con el bienestar propio o conductas de autocuidado.

6	 “Zarit ideó la escala de carga que lleva su nombre 
en el año de 1983, en ella se miden tres dimensiones 
muy profundas [asociadas] a la carga que son: impacto 
de cuidado, carga interpersonal y expectativas 
de autoeficacia” (Pinzón Fuentes, 2014, p. 38).
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Este panorama puede resultar desalentador dadas 
las repercusiones negativas sobre la salud física y mental 
de los cuidadores informales —esto es, exposición 
a deterioros psicológicos, físicos y emocionales—. 
Entonces, se hace evidente que de no brindar una debida 
atención y de no crear redes de cuidado que no solo 
capaciten, sino que también apoyen a los cuidadores, 
se estará frente a:

•	 Un nuevo paciente para el sistema de salud, por su 
desgaste a nivel físico, anímico y emocional, que a 
la postre genera mayores costes en este. 

•	 Una persona que puede entrar en un grado de aisla-
miento social y de estancamiento a su proyecto 
de vida que traen niveles de frustración que pueden 
tener costes en la salud mental con implicaciones 
sociales, al sentir su vida sacrificada.

•	 Un nuevo desempleado, debido a la falta de protec-
ción en las políticas laborales respecto de familiares 
de enfermos con grados altos de dependencia, 
quienes luego del constante ausentismo en su 
trabajo pierden su empleo, afectando también 
la economía nacional.

Se trata entonces de visualizar que la situación 
impacta no solo desde el ámbito privado-personal 
y familiar, sino que trasciende a lo público a nivel socio
económico en temas de atención en salud, empleabilidad, 
crecimiento económico y bienestar de la comunidad. 
Los daños pueden reducirse a través de verdaderos 
soportes institucionales, es decir de instituciones, 
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normas, procedimientos y recursos destinados no solo 
a brindar estrategias de formación sino también 
a erigir un sistema de cuidado en el cual los cuidadores,  
como sus protagonistas, también sean cuidados 
(Landínez-Parra et al. 2015, p. 81).

Política pública dirigida a cuidadores
Mucho se ha escrito acerca de las políticas públicas, pero 
resulta válido traer a colación su definición como “las 
sucesivas respuestas del Estado (del ‘régimen político’ 
o del ‘gobierno de turno’) frente a situaciones social-
mente problemáticas” (Salazar, 1994, citado por Salazar 
Vargas, 2012, p. 47). Para el caso de políticas públicas 
orientadas a cuidadores, serían las estrategias encar-
gadas de dar respuesta a un conjunto de problemas 
sociales en torno al cuidado y la discapacidad que, por su 
relevancia, necesitan tener soluciones concertadas.

En ese punto, es de vital importancia entender que no 
basta la expedición de reglamentos o leyes, sino que se 
requiere un diálogo de todos los actores involucrados 
para fijar directrices que permitan eliminar o atenuar 
las consecuencias de la situación problematizadora. 
Esta estrategia es urgente en un mundo de gran comple-
jidad, que exige la formulación de acuerdos destinados 
a superar las situaciones problema. Para el caso, se tiene 
una persona dependiente con necesidad de cuidado 
y un cuidador que también trae sus propios problemas, 
los cuales se agravan por el autoabandono por su tarea 
de cuidar. 
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A través de esta investigación, se logró determinar 
que Colombia no ha cumplido con el requerimiento 
de promulgar y poner en funcionamiento una política 
pública dirigida a los cuidadores. Como ya se explicó, 
la única mención de atención al cuidado cubierta 
por el sistema de salud radica en la atención domici-
liaria y en los cuidados paliativos, los cuales deben 
ser suministrados previa existencia de la prescripción 
por parte del médico tratante. Además, estas moda-
lidades de servicio normalmente están reservadas 
a enfermos en fase terminal y pacientes con enfermedad 
crónica, degenerativa e irreversible de alto impacto en la 
calidad de vida, razón por la cual no en pocas ocasiones 
se excluye a personas que se encuentran en situación 
de discapacidad y que han generado una dependencia 
sin que su diagnóstico sea terminal. Así, la única opción 
en muchos casos es el suministro de cuidadores no desde 
una esfera pública, sino solo desde el ámbito privado 
y familiar, dejando a estos cuidadores informales- 
primarios sin una estructura que los soporte y apoye 
en todas las dimensiones de su vida.

Lo anterior contradice el compromiso adquirido 
por el Estado colombiano de modificar leyes y compor-
tamientos del subsistema de salud y de implementar 
estrategias que materialicen el modelo biopsicosocial 
para el tratamiento de la discapacidad, vista desde 
todos los actores que la integran (el enfermo, la familia, 
el cuidador primario informal o el cuidador formal). 
Cabe enfatizar que la comprensión de la discapacidad 
requiere la no adscripción a posturas dicotómicas, 
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unidimensionales y excluyentes, sino la adopción 
de diversas posturas conceptuales, que consideren 
la dinámica propia de la persona con discapacidad 
en relación con los entornos políticos, sociales, econó-
micos, ambientales y culturales, donde encuentra 
limitaciones o barreras para su desempeño y partici-
pación en las actividades de la vida diaria (Secretaría 
de Integración Social, 2012, pp. 6-8).

De este modo, se hace evidente que los cuidadores 
son actores involucrados en la situación con graves 
problemas y sobrecargas, que reflejan, en muchas 
ocasiones, injusticias sociales y de género; tal desequi-
librio deja en situaciones de indefensión a pacientes, 
familias y cuidadores, contradiciendo los principios de la 
atención en salud. Esto hace imperiosa la instauración 
de un sistema de cuidados como parte del Sistema 
de Protección Social y como complemento de la Política 
pública de discapacidad 2013-2022 que el Estado colom-
biano se encuentra implementando. Pues no se trata 
de una necesidad aislada de la población, sino de la 
necesidad que muchos pacientes y sus familias están 
reclamando, máxime si se tiene en cuenta la aprobación 
por parte del Estado colombiano de la Convención sobre 
los derechos de las personas con discapacidad (Naciones 
Unidas, Asamblea General, 2006) a través de la Ley 1346 
de 2009.

También se precisan acciones que le den verda-
dera aplicación a la Ley 1413 de 2010, a través de la 
cual se incluye la economía del cuidado en el sistema 
de cuentas nacionales. Pero estas no deben ejecutarse 
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solo desde una perspectiva estadística, sino también 
desde el ámbito de lo humano y su desarrollo, en el 
que se involucre el trabajo del cuidador, que ha sido 
invisibilizado y maltratado. Si este es rescatado, pueden 
generarse cambios positivos en el bienestar social, en la 
empleabilidad y en la economía nacional en general.

Sin embargo, dicho sistema de cuidados solo podrá 
implementarse con voluntades políticas que den vía a 
proyectos de ley que impulsen la creación del siste-
ma de cuidados, como los establecidos en Argentina. 
Allí, el programa de “Cuidados domiciliarios”, como 
lo señaló Arroyo (2015), “representó palpar cómo fun-
ciona la política social desde un enfoque de derechos, 
sin las características de asistencialismo, pero sí con 
participación social, calidad humana y compromiso 
ético” (p. 45). Adicionalmente, cabe resaltar el ejemplo 
de Uruguay, donde también existe una clara política 
del cuidado, materializada mediante la conformación 
de un Sistema Nacional de Cuidados (snc), a través 
del cual se refleja el surgimiento del cuidado e igualdad 
de género como un problema público. Se observó que en 
Colombia han existido iniciativas para la creación 
de este sistema, o por lo menos para la protección de los 
cuidadores, pero han sido archivadas o no implemen-
tadas o desarrolladas, tales como:
•	 El proyecto de ley presentado en el Congreso de la 

República de Colombia, radicado n.° 33/09, titulado 
“Por la cual se reconoce al cuidador familiar en casa 
para personas en estado de dependencia”, cuyo 
objetivo fue visibilizar el trabajo de los familiares 
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que cuidan a una persona dependiente física, 
mental, intelectual o sensorialmente.

•	 El proyecto de Atención Integral a Personas 
con Discapacidad, Familias, Cuidadores y Cuidadoras 

“Cerrando Brechas”, presentado por la Alcaldía 
de Bogotá en el año 2012.

•	 La propuesta del Manual de cuidado a cuidadores de 
personas con trastornos mentales y/o enfermedades 
crónicas discapacitantes publicado en el año 2016 
por el Ministerio de Salud y Protección Social.

Y es que en propuestas como las señaladas, se pensó 
crear un Subsistema Nacional de Cuidados:

con un enfoque socio-sanitario en el marco del sistema 
de la protección social con la participación de entes 
del Estado como: Ministerio de Educación, Ministerio 
de Trabajo, Ministerio de Salud y Protección Social, 
Ministerio de las tic, Ministerio de Justicia, Ministerio 
de Hacienda, Departamento Nacional de Planeación – dnp, 
Departamento de la Prosperidad Social – dps, Departamento 
Administrativo Nacional de Estadísticas – dane, el sena 
y el Sistema Nacional de Bienestar Familiar – snbf […] lo que 
implica la relación del mercado de servicios de cuidado 
público, privado o mixto, con la red familiar y comunitaria 
entendida esta como la fuente principal de soporte social. 
(Ministerio de Salud y Protección Social, 2016)
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Es decir, desde la articulación nacional se pretendió 
fomentar la corresponsabilidad entre los diferentes 
actores, reconociendo que la base principal y fuente 
de apoyo social está constituida por la familia y la 
comunidad. Para ello, se proponía una redistribución 
equitativa de cargas dentro del entorno familiar, inde-
pendientemente de su identidad de género; se integraba 
en esa propuesta al mercado, dado que se reconocía que el 
cuidado concierne a todos los sectores económicos y de 
servicios públicos y privados, y se dejaba al Estado como 
ente rector, regulador y prestador del sistema. Todo 
ello construía un engranaje coordinado con el que se 
buscaba una verdadera red del cuidado, en la que los 
cuidadores fueran partes integrantes y fundamentales 
de este sistema; para tal fin, deberían ser capacitados 
y apoyados, buscando para ellos también el desarrollo 
de su propia vida. 

No obstante, ese sistema aún no ha sido puesto 
en funcionamiento ni normatizado, y aunque la Ley 
789 de 2002 definió el Sistema de Protección Social7 

7	 “Artículo 1. Sistema de Protección Social. El Sistema 
de Protección Social se constituye como el conjunto 
de políticas públicas orientadas a disminuir 
la vulnerabilidad y a mejorar la calidad de vida de los 
colombianos, especialmente de los más desprotegidos. 
Para obtener como mínimo el derecho a: la salud, 
la pensión y al trabajo.

	 El objeto fundamental, en el área de las pensiones, 
es crear un sistema viable que garantice unos ingresos 
aceptables a los presentes y futuros pensionados.
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como aquel sistema de política pública llamado 
a mejorar la calidad de vida de los colombianos desde 
todos los aspectos, aún no hemos cumplido con la 
necesidad de proporcionar una política del cuidado 
que supla el déficit de cuidadores y que atienda la gran 
demanda de dependientes. Por consiguiente, nos en-
frentamos a un problema social que debe ser resuelto 
a corto plazo, puesto que solo fortaleciendo la calidad 
de vida de las familias como eje central de la sociedad 
será posible transformar las necesidades de este país 
en oportunidades.

Pero no todo es negativo. Colombia ya ha gene-
rado avances al expedir la Ley 1751 de 2015. Esta 
norma estatutaria de salud, además de consagrar 
la fundamentalidad del derecho a la salud, consagró 
la importancia de buscar el bienestar de toda la comu-
nidad a través de la atención a las necesidades. Además, 
de acuerdo con la interpretación dada por la Corte 

	 En salud, los programas están enfocados a permitir 
que los colombianos puedan acceder en condiciones 
de calidad y oportunidad, a los servicios básicos.

	 El sistema debe crear las condiciones para que los 
trabajadores puedan asumir las nuevas formas 
de trabajo, organización y jornada laboral y simul-
táneamente se socialicen los riesgos que implican 
los cambios económicos y sociales. Para esto, el sistema 
debe asegurar nuevas destrezas a sus ciudadanos 
para que puedan afrontar una economía dinámica 
según la demanda del nuevo mercado de trabajo bajo 
un panorama razonable de crecimiento económico.” 
(Ley 789, 2002, art. 1).
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Constitucional, se cuenta desde la administración con la 
carga de desarrollar el sistema de salud como uno de 
naturaleza de exclusiones, en virtud de que todo aquello 
que no se encuentre explícitamente excluido, se halle 
incluido (Corte Constitucional, C-313 de 2014). En ese 
orden de ideas, al existir un nuevo régimen de salud 
basado en necesidades, definitivamente corresponde 
al Estado generar políticas integrales en las que se cubra 
no solo al paciente, sino también a su núcleo familiar 
y, dentro de este a los cuidadores. No puede ser que 
los principios como la corresponsabilidad, la igualdad, 
la universalidad y la solidaridad, que garantizan la aten-
ción integral en salud y en el Sistema de Protección 
Social, no encuentren su aplicación, el denominado 
derecho ciudadano al cuidado.

Como lo ha estudiado la Cepal (2012), el cuidado es un 
problema público, debido a que las situaciones que se 
generan no son solo privadas, sino que se enmarcan en el 
acceso a los derechos de ciudadanía. Esto exige que la 
sociedad preste soporte en las labores de cuidado, a través 
de redes o sistemas de cuidado, como los existentes 
en Argentina y Uruguay; las erogaciones del cuidado 
deben estar cubiertas por algún tipo de aseguramiento 
público, privado o mixto, sin que tampoco pueda 
pretenderse generar cargas excesivas al Estado —al 
exigirle, por ejemplo, el suministro incontrolado de los 
cuidadores—. Pero este sí debe garantizar la articu-
lación y armonización de normas, procedimientos, 
así como desarrollos económicos y sociales en lo que se 
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aproveche el potencial del cuidado para generar emplea-
bilidad y disminuir la inequidad, en aras de devolverle 
la dignidad a aquellos que padecen una situación 
de discapacidad y a sus cuidadores-familiares.

Se requiere entonces de un sistema, en el que, como 
indica Arroyo (2015), se abandonen prácticas que pro-
mueven que las personas se coloquen como benefi-
ciarios de la política, para pasar a sentirse usuarios 
de derechos. Como explica la autora, ubicarse en el 
rol de beneficiarios es asumir una posición desigual, 
donde quien ayuda tiene un poder del que el otro 
carece; así, cuando se recibe la ayuda hay que agra-
decer, en lugar de reconocer que solo se accede a un 
beneficio al que se tiene derecho (Arroyo, 2015, p. 56). 
Es decir, cada día se refleja más la necesidad de que 
se atienda a los cuidadores y los servicios de cuidado, 
desde una perspectiva de derechos ciudadanos y no 
solo desde la consideración de un beneficio, máxime 
si se tiene en cuenta que, en la mayoría de los casos, 
los cuidadores familiares de las personas en situación 
de discapacidad son quienes, junto con los pacientes, 
viven el mayor impacto negativo de los esfuerzos que se 
hacen para el tratamiento médico de la enfermedad.

Por ello, resulta paradójico que la mayoría de los 
estudios e investigaciones frente a los cuidadores 
se encuentran en la comunidad científica de la salud 
y no se examine el asunto desde el oficio jurídico, 
ámbito desde el que especialmente se requieren 
respuestas. Asimismo, es imperante el impulso de inicia-
tivas de implementación de un sistema de cuidado 
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que cubra las necesidades de los involucrados, el cual 
integre y armonice las entidades y políticas del Estado, 
para lograr un efectivo cubrimiento en el Sistema 
de Protección Social como una política pública llamada 
a evolucionar.

Conclusiones
El cuidado es una necesidad que todos los seres humanos 
sentimos en distintos momentos de nuestra vida, pero 
adquiere una relevancia de especial asistencia tratán-
dose de enfermedades que generan dependencia y que 
requieren de un tercero, denominado enfermero, técnico 
en salud o cuidador para realizar el acompañamiento 
médico o de apoyo. Respecto del cuidador, se establece 
que le corresponde a la familia en primera medida 
suministrarlo para que supla la atención en las nece-
sidades de la vida diaria.

En esa dinámica en que la familia es el cuidador 
primario, contraviniendo la igualdad de género, se ha 
detectado en países en desarrollo, que la mujer es la 
llamada a hacerse cargo de la persona en situación 
de discapacidad. Es ella la encargada de realizar 
el trabajo invisible de cuidado sin remuneración alguna, 
como una respuesta histórica a su papel en la sociedad, 
para lo cual debe, en ocasiones, olvidarse de sus propios 
proyectos y sueños. Esto genera no solo frustraciones 
individuales, sino también el desencadenamiento 
de problemáticas relacionadas con la salud y bienestar 
físico, mental y emocional de la cuidadora.
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No se pretende la implementación del cuidado 
buscando que el Estado sea totalmente asistencia-
lista, pero sí del reconocimiento del cuidado como 
un derecho que debe ser regulado. Para ello, deben 
asignarse recursos del Sistema de Protección Social 
y del sistema de salud que garantice a los cuidadores 
reducir las inequidades de género y clase, mediante 
el reconocimiento del cuidado como una profesión 
que debe ser organizada y tratada de manera armónica 
con el sistema de salud, el de protección social y las 
políticas de discapacidad.

Aunque Colombia ha avanzado en una política de sa-
lud basada en necesidades y ha desplegado acciones 
para generar una política en torno a la discapacidad, 
aún no ha desarrollado ni implementado un verdadero 
sistema de cuidados. En cambio, se ha limitado úni-
camente a la hospitalización domiciliaria y cuidados 
paliativos, mientras se excluye del plan de beneficios 
a los cuidadores, quienes solo serían suministrados por el 
sistema de salud si el médico tratante así lo prescribe 
y si por sus condiciones económicas la familia no puede 
suministrar al cuidador primario. Entonces, la garan-
tía del cuidado formal se deja a criterios subjetivos 
que podrían establecerse de manera objetiva con una 
verdadera política pública relacionada con el cuidado. 

La labor del cuidador debe ser atendida y debe 
hacérsele un seguimiento para evitar la proliferación 
de enfermedades, como el síndrome del quemado. Ello 
reducirá en el futuro costos económicos y sociales, ya que, 
como se dijo, no se trata de un problema aislado; es uno 
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de interés público que requiere acciones del Gobierno, 
de los legisladores, y de la sociedad en general. Es nece-
sario que se investigue, se propongan soluciones y se 
pongan en práctica acciones efectivas frente al cuidador 
y los cuidadores asistenciales.

Se trata de la necesidad de implementar una verdadera 
política pública con relación al cuidado, que propenda 
por cuidar a los cuidadores a través del desarrollo 
de sus habilidades, la generación de actividades y, 
posiblemente, el establecimiento de una red de empleo 
que involucre a los cuidadores, y que visibilice su oficio 
como un trabajo que debe ser reconocido e incluso 
remunerado.
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L a vida moderna ha significado una serie de 
ventajas para todos los individuos, a partir de 
la transformación de los esquemas tradicio-

nales de circulación de bienes y servicios en el mercado, 
la producción a gran escala y, con ello, la circulación 
de la riqueza impulsada por la vía de la contratación 
contemporánea. Desde esta perspectiva, son innume-
rables las figuras contractuales de las que los sujetos se 
sirven para satisfacer sus necesidades. Sin embargo, las 
características del mercado y el influjo de la tecnología 
en las relaciones jurídicas entabladas en este contexto 
han determinado también la aparición de situaciones 
difíciles de manejar, sobre todo por una parte de estas 
relaciones jurídicas a la que se le termina reconociendo 
como la parte débil de la relación contractual. 

En este mar de relaciones, el presente trabajo se ha 
centrado en la identificación de unas relaciones jurídicas 
que comparten el carácter de lo que se ha calificado como 

“debilidad”. Esta expresión intenta traducir la situación 
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de reducción o desventaja en la que puede encon-
trarse el consumidor o el trabajador en el marco de los 
influjos comercial y tecnológico que definen el espacio 
en que se desarrollan las relaciones jurídicas que se 
han subrayado en esta sede. Se escribió con el objeto 
de poner en evidencia que, a pesar de existir algunas 
respuestas de protección jurídica, dichas desigualdades 
requieren de un esfuerzo ulterior del legislador y de 
las propias autoridades de cada sector para reestablecer 
la situación de debilidad de la parte débil, como se ha 
evidenciado el caso del consumidor en las operaciones 
de autofinanciamiento o el trabajador que se encuentra 
impactado por la utilización de la tecnología.

En efecto, la Revolución 4.0 acarrea una transforma-
ción y adaptación del mundo del trabajo, lo que implica 
desarrollar políticas públicas por parte de los Estados 
para hacerle frente. Estas deben adoptar las medidas 
necesarias para mitigar los efectos negativos que la 
tecnología puede causar en todos los ámbitos de la 
sociedad, especialmente en los mercados laborales 
propios del mundo globalizado y en los sistemas de segu-
ridad social.

Como se demostró, el cambio en la concepción 
del trabajo tradicional genera una disminución en el 
número de aportantes a los sistemas de seguridad 
social. Por consiguiente, se debe diseñar alternativas 
de ingresos en los regímenes contributivos, los cuales 
pueden provenir de las diferentes formas de trabajo 
humano, de los dueños del capital y de los robots, 
y de inversión estatal con el fin de garantizar la vida 



131

Conclusiones generales

digna del ser humano. En países desarrollados, podrá 
ser utilizada la figura de la renta básica universal (rbu) 
o cualquier otro mecanismo de subsidio para garantizar 
un ingreso mínimo que respete la dignidad humana 
de todos aquellos que se vean afectados por la tecno-
logía y la robotización, propia de la actual revolución. 

Por otra parte, en este análisis de la parte débil de las 
relaciones jurídicas contemporáneas, también se con
sideró relevante analizar el caso de los cuidadores 
de personas dependientes, esto es, seres humanos 
que de manera formal o informal se dedican al cuidado 
de pacientes enfermos en situación de discapacidad 
con algún grado de dependencia que les impide la reali-
zación autónoma de sus actividades de la vida diaria. 
Se trata de personas que, precisamente por esa actividad, 
no en pocas ocasiones sacrifican sus vidas y desarrollan 
síndromes como el de Burnout o del quemado, lo que 
genera una nueva problemática en la sociedad, la cual 
debe ser atendida por el Estado. Pese a ello, se encontró 
que no existe una política pública de cuidado que brinde 
soluciones a esta situación problematizadora.

Nos encontramos ante una realidad preocupante 
de nuevos actores en la tarea de cuidar, que no son respal-
dados por el Estado, sino que se asignan desde la esfera 
privada de la familia. Esto impone cargas que suelen 
excesivas para personas que no han desarrollado 
habilidades como cuidadores y que se someten a situa-
ciones de abandono y de descuido que pueden alterar 
su propia vida, la de la sociedad e incluso la economía 
nacional. Por tal razón, le corresponde al Estado crear 
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e implementar un Sistema del Cuidado con bases jurí-
dicas sólidas que proteja a todos sus asociados, como 
una expresión del derecho al cuidado que se debe 
a todos los seres humanos sin distinción de género 
o clase social. 

Por lo anterior, resulta importante para Colombia 
tomar como referencia los avances que han reali-
zados en países como Argentina y Uruguay en temas 
de cuidado, en aras de crear, implementar y desarrollar 
una verdadera política del cuidado en armonía con la 
política de discapacidad vigente. Así, en aplicación 
de los principios de corresponsabilidad, igualdad, 
universalidad y solidaridad se podrá ajustar el verda-
dero Sistema de Protección Social.
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